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1. Introducción 
La historia plurisecular del Tribunal Supremo de la Signatura 
Apostólica muestra acentuadamente la riqueza de la vida, la fuerza 
de la historia y la evolución de las instituciones jurídicas. 
Se ha señalado justamente la posibilidad de dividir su prolongada 
carrera en cuatro períodos 1: a} su origen y evolución -incluyendo la 
1. Cfr. GORDON, 1., De Signatura Iustitiae competentia inde a saecuZo XVI ad 
saecuZum XVIII, el1- «Periodica» 69 (1980), pp. 351·386. Del mismo autor -prin-
IUS CANONICUM, XXVIII, n. 55, 1988, 305·349 
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diferenciación entre la Signatura de Gracia y la de Justicia--', que 
abarcaría de finales del s. XIII hasta dos siglos más tarde;b) la etapa 
que Gordon ha titulado como «aetas aurea» -siglos XVI a XVIII-; 
e) el período codificador de fines del s. XVIII a fines del XIX; y d) 
la etapa recorrida en el siglo actual. ' ' 
Efectivamente, las diferencias entre las diversas etapas son nota-
bles; quizá especialmente -por el mayor desarrollo de la ciencia jurí-
dica y el mayor grado de formalización del derecho eclesiástico y ci-
vil- son relevantes las diferencias entre las tres últimas etapas. Sin 
embargo, nuestro interés consiste, más bien, en considerar si, por deba-
jo de la diversidad, puede contemplarse una cierta continuidad en lo 
esencial: en la naturaleza del tribunal, y en las competencias básicas. 
El objeto global que perseguimos en nuestra investigación consiste 
precisamente en el análisis comparativo de los principales rasgos de 
la naturaleza y competencia del Tribunal de la Signatura de Justicia 
(luego, Signatura Apostólica) a través de unos «cortes» sincrónicos rea-
lizados en cada uno de los principales períodos. 
Quizá pueda sorprender este empeño, ya que de ordinario se seña-
lan las grandes etapas y reformas más bien mostrando la hondura 
cipal historiador actual sobre la Signatura de Justicia-, cfr. también De referen-
dariorum ae votantium dignitate, privilegiis, labore, in aetate aurea Signaturae 
Iustitiae, en ' «Dilexit iustitiam. Studia in honorem Aurelii Cardo Sabattani», cu-
rantibus GROCHOLEWSKI, Z., et CARCEL ORTI, V., Ed. Vaticana 1984, pp. 197-210. 
GoRDON, l., De procedura sequenda coram' Signatura Iustitiae inde a saeculo XVI 
ad saeculum XVIII, en '«Periodica» 74 (1985), pp. S75-604. Sobre la historia de este 
Tribunal; cfr. tainbién "CARCEL ORTI~ V., 'Jl Supremo TYibunale delta S,egnatura 
Apostolica. Cenni storiei, en «Dilexit iustitiam .. . » eit.;pp~. 168-195. La obra más 
extensa sobre el tema, de las publicadas en el reciente siglo, es la de SANTlNI, P., 
De referendariorum ae Signaturae historieo-iuridica evolutione, Romae 1945. Tam-
bién este autor utiliza, en esencia, el mismo criterio de división de los períodos. 
Entre otros trabajos históricos consultados, pueden destacarse los siguientes; 
ALEXANDRI, N., Historia eeclesiastica, 9 vols. Ferrariae 1762; BERTON, C" Diction-
naire des Cardinaux, París 1857; COHELLIUS, l., Commentaria in Bullam Roni Re-
giminis, Romae 1656; DE ROSA, TH., Tractatus de executoribus litterarum aposto-
liearum, tam gratiae, quam iustitiae, Venetiis 1697; DEL RE, N., La euria romana. 
Lineamenti storico-giuridici, 3.° ed., Roma 1970; GoRDON, l., Codificationes Legum 
Signaturae Iustitiae a Pio VII et Leone XII elaboratae, en 'Miscellanea in onore 
del Prof. P. Esteban Gómez O.P.', Studia Universitatis S. Tbomae in Urbe, n. 22, 
Roma 1984, pp. 79-100; HURTER, H., Nomenclator literarius, 3.' ed. t. IV, Oeniponte 
1910; JAFFE, PH., Regesta Romanorum Pontificum, reimpr. Graz 1956; KATTERBACH, 
B., Referendarii utriusque Signaturae a Martino V ad Clementem IX et praelati 
Signaturae supplieationum a Martino V al Leonem XIII, Cittit del Vaticano 1931; 
KURTSCHEID, B., Historia Iuris Canoniei, Historia institutorum, 1, Romae 1951; 
MANOOSIO, Q., Commentaria in Regulas Caneelleriae Apostolicae, ed. M. TRAMEZINO, 
Venetiis 1554; MORONI, G., Dizionario di erudizione storieo-ecclesiastiea, Venezia 
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de las transformaciones específicas. Sin embargo, nos parece que en 
la evolución histórica resulta lícito defender una cierta unidad de 
estructura, de función y de significado; se trataría de analizar la cues-
tión de los cambios al revés, como desde el fondo: de plantearse, en 
definitiva, si el hecho de esas mutaciones -normativas o fácticas-, 
habidas en el curso de la historia de este Alto Tribunal, no puede ser 
él mismo explicado -en cierta forma- y posibilitado precisamente 
por el carácter peculiar de su naturaleza y función judicial. 
El desarrollo total previsto para este estudio está ideado siguiendo 
también cada una de las tres últimas fases señaladas, pero centrán-
donos principalmente en la «etiología» de los cambios analizados. 
No se pretende, por tanto, presentar un trabajo completo de cada 
etapa; ni tampoco agotar la investigación en su dimensión histórica. 
En el segundo período -que es el que presentamos en este estu-
dio- nuestra intención es sencillamente analizar la base jurídica de 
la Signatura de Justicia tal como aparece en una de las etapas de 
mayor auge, y ello en un momento concreto y a través de la perspec-
tiva de uno de los mejores conocedores del derecho civil y de la Igl~­
sia en esa época: el Cardenal De Luca. Explicaremos brevemente por 
1856; OTTENTHAL, E. van, Regulae Cancelleriae Apostolicae, reimpr. Aaalen, Scientia 
Verlag, 1962; PLATINA, De vitis Pontificum hystoria, Venetiis 1512; RIDOLPHINUS, P., 
Praxis recentior de ordine procedendi in iudiciis in Romana Curia, Venetiis 1703; 
SCACCIA, S., De appellationibus, partes I y 11, Venetiis 1642; SPIZZICHINO, J., Magis-
trature dello Stato Pontificio (476-1870), Lanciano 1930; TANGL, M., Die Piipstlichen 
Kanzleiordnungen von 1200-1500, reimp. Aalen Scientia 1959; ZANNONI, A., Il Car-
dinale Giovanni Battista De Luca (Communicación al VIII Congreso Canonístico-
Pastoral) en «Monitor Ecclesiasticus» 103, 1978, pp. 55-77; ZANOTTI, A., Cultura 
giuridica del seicento e 'Jus Publicum Ecclesiasticum' nell'opera del Cardinale 
Giovanni Battista de Luca, Milano 1983. 
Entre otros manuales que hacen referencia al tema histórico de la Signatura 
o sus elementos, pueden citarse BLAT, A., Commentarium textus Codicis Iuris Ca-
nonici, lib. IV, De Processibus, Romae 1927; BRESSLAU, H., Handbuch der Urkun-
denlehre für Deutschland und Italien, Berlín 1958-1960; CAPPELLO, F. M., Summa 
Iuris Canonici, Romae 1955; COCCHI, G., Commentarium in Codicem Iuris Canonici, 
Lib. IV, De Processibus, Taurinorum Augustae, 1920-1938; CONTE A CORONATA, M., 
Institutiones Iuris Canonici, 4.' ed., t. 111, Romae 1950-1956; GOYENECHE, S., De pro-
cessibus, Romae 1946; HINSCHIUS, P., Kirchenrecht, reimpr. Graz 1959; JONE, H., 
Commentarium in Codicem Iuris Canonici, t. 111, Paderbom 1955; LEGA, M., Prae-
lectiones in textum iuris canonici: De iudiciis ecclesiasticis, Lib. 1, vol. 11, Romae 
1898; PHILLIPS, G., Kirchenrecht, t. 111, reimpr.-Graz 1959; REGATILLO, E., Institu-
tiones Iuris Canonici, 4: ed., vol. 11, Santander 1951; ROBERTI, F., De Curia Romana 
ante Pianam reformationem, en «Apollinaris», 25, 1952, pp. 13-34; VAN HOVE, A., 
Commentarium Lovaniense in Codicem Iuris canonici, vol 1, t. IV: De rescriptis, 
Mechliniae-Romae, 1936; WERNZ-VIDAL, Ius Canonicum, t. VI, Romae 1933-1946. 
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qué estudiamos esa época, y por qué la estudiamos en las obras de 
dicho autor. 
En cuanto a la época, porque la Signatura de Justicia tenía ya una 
autonomía, un desarrollo y una función consolidadas, en el marco de 
un sistema judicial complejo, multiplicado y frecuentemente confuso, 
en institutos del proceso, en tribunales, en jurisdicciones, fueros y 
privilegios. Las cuestiones que laten en el fondo del tema son la natu-
raleza estrictamente jurídica del tribunal -al menos desde el punto 
de vista teórico: otra cosa serían los usos y abusos ocasionales que 
pudieran darse-; el grado de supremacía que ostentaba en el ámbito 
judicial; y la naturaleza de las competencias que le estaban atribuidas. 
De ahí las dos partes del trabajo: el esclarecimiento de las rela-
ciones con los diversos tribunales -sobre el presupuesto de su propia 
naturaleza judicial-; y el intento de vertebrar desde una perspectiva 
unificadora las competencias de que gozaba. 
En cuanto a la persona escogida para estudiar las fuentes, los mo-
tivos parecen suficientes. Jurisconsulto destacado en ambos derechos, 
Juan Bautista De Luca (1614-1683), desarrolló una carrera singular. De 
familia de clase media de Venosa, estudió jurisprudencia en Nápoles 
y Salerno, regresó a su ciudad natal donde adquirió reconocido pres-
tigio, y en 1645 se trasladó a Roma, viendo aumentado su renombre 
como abogado 2. Ya mayor, quiso tomar el estado clerical, e Inocencio 
XI «ne tantus vir curiae deesset romanae, auditoris primum, mox 
etiam supplicum libellorum secretariis munere eum decoravit, imo et 
cardinalem creavit (1681): el quia insigni excellebat doctrina, pruden-
tia morumque integritate plane irreprehensibili, graviora pontificatus 
negotia, semper cum ipso comunicavit» 3. 
Su experiencia fue, en efecto, valiosa para la Curia Romana. Co-
nocía bien el oficio de abogado y las leyes civiles, el funcionamiento 
de los tribunales, las lacras y abusos, los subterfugios legales -como 
2. Cfr. HURTER, H., o.c., pp. 579-581; Enciclopedia italiana, Roma 1949, t. XII, 
p. 572; Enciclopedia Cattolica, Roma 1950, t. IV, pp. 1388-1389; BERTON, C., o.c., 
p. 1159; ZANNONI, A., o.c., pp. 55-77. 
3. HURTER, H., o.c., p. 580. Del Cardo DE LUCA, hemos utilizado principalmente 
las siguientes obras: De iudiciis et iudicialibus, t. XV, 1, del Theatrum veritatis et 
iustitiae, pp. 1-236, ed. CRAMER, J. A., Y PERACHON, P., Lugdunii 1697 (se cita De 
iudiciis); Relatio Romanae Curiae Forensis, t. XV, II del Theatrum veritatis et 
iustitiae, cit., pp. 263422 (se cita Relatio ... ); De iurisdictione et foro competen ti, 
t. IlI, 1, del Theatrum veritatis et iustitiae, cit., pp. 1-290 (se cita De iurisdictio-
ne ... ); Conflictus legis et rationis, recogido en el t. XVI del Theatrum veritatis et 
iustitiae, ed. de CRAMER, J. A., Y PERACHON, P., Lugduni 1697, con numeración inde-
pendiente -138 págs.-, y está encuadernado con el t. XV. 
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se observa con frecuencia a lo largo de su obra-; fue referendario 
de ambas Signaturas -la de gracia y la de justicia- y finalmente 
Auditor Sanctissimi, lo cual le hacía presidir la primera de ellas -poco 
activa, por entonces- y desarrollar a la vez la tarea equivalente a la 
de un ministro de justicia en la esfera civil. Promovió muchas mejo-
ras y sugirió cambios que se adelantaban a su época, a despecho de 
privilegios y personalismos. Y fue por ello no poco vituperado por 
partes interesadas. Por estas razones, las extensas obras que compuso 
constituyen un valioso documento del funcionamiento de la Signatura 
de Justicia -y de otros muchos Tribunales- adobado por el frecuente 
juicio valorativo acerca de la praxis de la época y la llamada a una ju-
ridicidad siempre más efectiva. 
En el tercer período se estudiarán las legislaciones pontificias del 
s. XIX en los primeros intentos de codificación, y se analizará la posi-
ble continuidad existente entre la Signatura de la etapa clásica y la de-
terminada por dichas normas. También en ese caso nos parece posible 
matizar la afirmación de la mutación esencial del instituto, y describir 
-por debajo de las notables innovaciones formales- un reflotamiento 
actualizado de un mismo tribunal. 
El cuarto período abarca todo el siglo actual, y supone una divi-
sión importante con la normativa de Pablo VI continuada por el re-
ciente Código. Se tratará de verificar la posible relación de la naturaleza 
y competencias -desde 1968, de la Sectio 1- con las atribuciones 
históricas anteriores, y hacer una breve referenci~ al por qué se intro-
duce la Sectio Altera precisamente en este Tribunal. 
2. Límites del alcance de la competencia de la Signatura 
de Justicia, en relación con otros tribunales 
Al tratar de modo genérico la competencia de la Signatura de 
Justicia en esta etapa, y sus límites, resulta natural el método descrip-
tivo: señalar qué tribunales le estaban o no sometidos, aclarando así 
la delimitación de funciones. 
Nuestra óptica sin embargo pretende detenerse más exactamente 
en el alcance real de esas limitaciones; en su fundamento jurídico; y 
en el sentido -significado y motivos- que pudieran tener. Por ello, 
pese al riesgo de resultar poco fluido, hemos optado por enfrentarnos 
con un estudio singularizado de la relación de independencia o subor-
dinación entre los principales tribunales -de la Iglesia como tal, y de 
los Estados Pontificios- y la Signatura de Justicia. Nos ha parecido 
encontrar, precisamente en el autor que seguimos, valiosos indicios y 
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aportaciones que muestran -en nuestra opinión-, dos principios fun-
damentales: 
a) El tribunal de la Signatura de Justicia era de por sí -en 
cuanto a su materia propia- tribunal Supremo que actuaba (según 
derecho, no como la Signatura de Gracia) en nombre del Romano 
Pontífice. 
b) Las excepciones a este principio eran precisamente excepcio-
nes por parte de los otros tribunales, y provenían de situaciones de 
privilegio -o de razones históricas de conveniencia- explicables en 
un régimen jurídico de escaso nivel de formalización, y de tipo «mo-
nárquico». 
Por eso, para especificar los confines de la actuación de este Tri-
bunal, conviene distinguir aquéllos que podrían llamarse intrínsecos, 
es decir, que dimanan de su propia naturaleza, de aquellos otros que 
provenían más bien de las peculiares concreciones del sistema judicial 
-fruto de circunstancias históricas- y por tanto procedían desde fue-
ra, como resultado de decisiones directas de la suprema autoridad 
(p. e., por vía de privilegio). 
2.1. Por su propia naturaleza judicial 
Su competencia terminaba, como es lógico, en el área de acción 
de los órganos de gobierno -tanto de la Curia Romana como de los 
Estados Pontificios-, es decir, donde comenzaba la autoridad propia-
mente «gubernativa» (quizá hoy dijéramos «administrativa») 4; o en 
aquellas causas que sólo de modo impropio -o al menos analógico-
podían llamarse judiciales -como las correspondientes a cuestiones 
doctrinales o morales, u otras exclusivamente espirituales como las 
de canonización de los Santos- pues se trataba de temas mere spiri-
4. Desde su creación por Sixto V, las Congregaciones de Cardenales no trata-
ban -en principio- cuestiones judiciales, sino que las remitían a los jueces (cfr. 
De iudiciis, d. 47, n. 7) «et per consequens rationabiliter inolevit stylus, quod a 
decretis, vel resolutionibus earumdem, non detur recursus ad Signaturam Iusti-
tiae, cum ita potius resolutiones dari dicantur nomine Summi Pontificis, ac prop-
terea quando aliqua partium resolutioni non acquiescat, quia praetendat eam 
iniustam, vel quod causam legitime in aliqua Congregatione introductam avocare 
praetendat, sive quod cognoscatur cum voto Rotae, tunc ad ipsum Papam in 
aula, vel in eius immediata Signatura, quae ad differentiam mediatae, dicitur 
gratiae, recurrendum eSÍ» (ibid.) Sobre la relación de algunas Congregaciones 
de Cardenales que tenían constituido además un tribunal propio, con la Signa-
tura de Justicia, vid. infra 2.2.1.1. Cfr. también SANTINI, P., o.c., pp. 57-63. 
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tuales. Así quedaban fuera de su alcance los «tribunales» de la Inqui-
sición, Sagrada Penitenciaría o Beatificación y Canonización (si bien 
los primeros también podían incluir causas con contenido jurídico, 
e incluso unidas a la esfera civil, pues ciertos delitos doctrinales eran 
también condenados por el derecho secular de ciertos países). 
Por otra parte, su carácter judicial suponía una obligación de 
actuar siempre prout de iure -aunque no siempre se observaba con 
el rigor que se debía 5_ y por tanto no podía entender de aquellas sú-
plicas (aun relacionadas con lo judicial) que tuvieran carácter gracioso, 
es decir, que exigieran una concesión praeter o contra legem. Estas 
cuestiones estaban reservadas a la Signatura de Gracia, órgano pre-
sidido directamente por el Romano Pontífice, que podía -por tanto-
actuar more Priocipis 6. 
2.2. Dentro del sistema «proprie iudicialis» 
Los que llamamos factores externos históricos se refieren a aque-
llas personas -físicas o morales-, materias y lugares que gozaban, 
ipso iure o por concesión pontificia, de un fuero privilegiado o particu-
lar. De ellos, algunos tenían un carácter absoluto, de modo que al 
terminar las instancias sólo cabía una súplica al Juez Supremo, y por 
tanto estaban exclusivamente subordinados a la Signatura de Gracia~ 
En otros casos los privilegios estaban ceñidos a alguna instancia 
(primera, o primera y segunda) y luego podía recurrirse a los tribuna-
les ordinarios de apelación y/o -según el tipo de causas de que se 
tratara- a la Signatura de Justicia, que las enviaba a los tribunales 
pertinentes. 
Sin embargo, la praxis de los tribunales interesados había ido 
paulatinamente aumentando el ámbito de aplicación de los privile-
gios: bien en lo referente a las personas que podían acogerse a él, bien 
en la materia de que se tratase, bien en la prorrogación de su compe-
tencia a instancias superiores, bien en la independencia respecto a la 
Signatura de Justicia. Alegando el origen -o la forma- de su pri-
vilegio, sostenían que sólo el Romano Pontífice podía -a través de 
5. «Et quoniam ( ... ) ab aliquo tempore istud Tribunal, cum praesupposito, 
quod repraesentaret Principem Supremum, eiusque vice, ac nomine rescribere, 
fimbrias nimium dilatare cepit, atque iudicare more Principis, quod non solet 
facere Signatura Gratiae, cui revera id reservatum est, idcirco in hoc, in quo 
sunt partes Auditoris Papae invigilare consuevi, atque ubi aliquis ex his casibus 
ad meam devenit notitiam, oportunas dedi provisiones ... » (Relatio ... , d. 31, n. 60). 
Cfr. también ibid., d. 30, n. 39, sobre la función de la Signatura de Gracia. 
6. Cfr. ibid., d. 31, n. 60. 
312 JUAN IGNACIO BAÑARES 
la Signatura de Gracia, ordinariamente- realizar actos eficaces que 
modificasen sus decisiones. 
A veces esta realidad se dio por defecto en el entendimiento del 
alcance del privilegio, y otras veces -o simultáneamente- por suce-
sivos abusos de hecho que no habían sido corregidos en su momento. 
El Cardenal De Luca, Auditor del Papa y -en cuanto tal- Prefecto 
de la Signatura de Gracia, asombrado ante la proliferación inmensa y 
desproporcionada de fueros (y de tribunales o jueces privilegiados) hizo 
no poco para reordenar, simplificar y esclarecer un sistema judicial 
de tamaña complejidad, si bien los intereses de unos, y -quizá- la 
falta de suficiente preparación jurídica de otros, provocaron numerosas 
críticas y quejas sobre su actuación, y arduas tareas y dolores sobre 
su persona. 
2.2.1. Resumen de los principales conflictos e interferencias 
de los fueros especiales y/o privilegiados 
en relación con la Signatura de Justicia 
A lo largo de su obra, el mismo De Luca señala y analiza los 
principales conflictos de competencias, para determinar cuál debe 
ser en cada caso el alcance del fuero y la relación entre los 
privilegios de cada tribunal y el papel de la Signatura de Justicia '. 
2.2.1.1. Referentes a la Iglesia Universal 
En efecto, algunas Congregaciones de Cardenales, con competen-
cia para determinadas materias de gobierno, gozaban también, por 
privilegio pontificio, de tribunales para conocer las causas que se re-
firieran a dichas materias, o a determinadas personas, o a determina-
dos bienes, de modo judicial 8 si bien en su origen no fueron creadas 
para actuar a modo de tribunal resolviendo controversias judiciales 9. 
Entre tales Congregaciones se contaban la de la Inquisición (vulgo, 
Santo Oficio), la de la Fábrica de S. Pedro y la de Propaganda Fidei. 
Sin embargo, con respecto a la primera opina De Luca que su com-
petencia debería entenderse reducida a las causas verdaderamente re-
feridas a la vigilancia sobre la fe, y accidentalmente a las concernien-
7. Cfr. De iudiciis, d. 47 passim; Relatio ... , d. 4, nn. 7 y 8. 
8. En esas Congregaciones, «praeter Congregationum naturam, et consuetu-
dinem, verificatur tela iudiciaria, cum diversitate instantiarum, ac formali com-
pilatione processuum, et prolatione sententiarum, vel decretorum, et cum com-
missionibus appellationis vel restitutionis in integrum» (De iudicis, d. 47, n. 11). 
9. Cfr. ibid., n. 7. 
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tes a la administración de sus bienes temporales. Sobre todo, porque 
era incierto que existiera un privilegio Apostólico especial, y era in-
cluso posible que tales actuaciones provinieran de una desafortunada 
costumbre que ampliaba a las causas profanas o indiferentes la auto-
nomía otorgada para conocer las causas referentes a la fe. El mismo 
Cardenal concluía que deberían equipararse a los otros jueces y tri-
bunales de la Curia «atque propterea de iure deberent etiam subiacere 
Signaturam Iustitiae» 10. Y eso aun teniendo -como se le reconoce-
signatura in ventre, es decir, la facultad de realizar lo que de ordina-
rio corresponde a la Signatura de Justicia 11. 
Este tribunal vería su competencia limitada, según el Cardenal De 
Luca: y limitada precisamente por la que correspondía a otros tribu-
nales (los ordinarios) o a la Signatura de Justicia. 
Correspondía a ésta decidir sobre la competencia de uno u otro 
juez o tribunal y de los conflictos surgidos entre ellos, pues la Signa-
tura de Justicia proprie ac principaliter de hoc deputatum est y no 
existía motivo que le impidiera resolver 12. Así, debía entenderse que 
era distinto el caso de las personas exentas por razón del cargo -pri-
vilegio de exención- y las sometidas a este tribunal por materia 
accidental; en el caso de estos últimos, cuando la materia no tenía 
que ver con cuestiones de fe propias de esa Congregación, la Signa-
tura era quien debía fallar las cuestiones de competencia 13. 
Lo mismo sostenía el Cardo De Luca a propósito del Tribunal de 
la Congregación de Propaganda Fidei 14 y de la Fábrica de S. Pedro 15, 
restringiendo el privilegio -la figura de la 'Signatura in ventre'- a 
sus materias propias 16, por lo que en causas de carácter privado -p.e., 
bienes o derechos privados, de sus ministros y servidores, etc.- su 
jurisdicción no alcanzaba más allá de la de cualquier juez de primera 
instancia 17. Y vuelve a señalar el Auditor del Papa que, cuando surge 
una cuestión estrictamente de fuero judicial entre varias partes, com-
pete también a la Signatura de Justicia conocer el conflicto iuxta suas 
ordinarias facultates 18. 
Todavía establecía De Luca otra circunstancia en que debía pro-
10. De iudiciis, d. 47, n.13. 
11. Cfr. ibid., n.13. 
12. Cfr. ibid., n. 14. 
13. Cfr. ibid., n. 15. 
14. Cfr. ibid., n. 16. 
15. Cfr. ibid., n. 17. 
16. Cfr. ibid. 
17. Cfr. ibid. 
18. Cfr. ibid., n. 8. 
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ceder la Signatura de Justicia, con respecto a las Sagradas Congre-
gaciones: precisamente cuando la causa versara sobre el defecto de 
jurisdicción o competencia en las resoluciones emanadas por éstas. 
Conocer la causa significaba el poder de remitirla al juez competente 
y por tanto la circunscripción implícita de las resoluciones de la Con-
gregación correspondiente; pero con sutileza matizaba el Cardenal 
que ello no implicaba conocer acerca del mérito de la resolución, ni 
ejercer jurisdicción o superioridad sobre las Congregaciones, sino con 
las partes contendientes 19. Con todo, para acallar posibles contiendas 
sobre la legitimidad de tal competencia, con suma prudencia decidió 
conceder --como Auditor del Papa- una expresa facultad delegada a 
la Signatura, para este tipo de causas 20. 
2.2.1.2. Tribunales de órganos propios de los Estados Pontificios 
La Congregatio Boni Regiminis, para las cuestiones económicas 
de los Estados Pontificios. Por abuso se había introducido en los últi-
mos tiempos la praxis de asumir todas las causas, también las judicia-
les, en las que tuviera -aun indirectamente- algún interés, y había 
formado un tribunal para la primera instancia e incluso en instancias 
ulteriores, de modo que había asumido el papel de juez y de tribunal 
contencioso para conocer causas judiciales contra mentem Pontificum, 
qui illam erexerunt 21. 
También aquí señala De Luca la competencia de la Signatura de 
Justicia para resolver conflictos de esta Congregación con la de Inmu-
nidad, o con la Cámara o el Tesorero, para evitar que pueda actuar 
como juez en causa propia 22; y señala el mismo criterio cuando actúe 
como persona privada, si bien hasta entonces -por costumbre- había 
resuelto estas cuestiones el Auditor del Papa 23. 
19. Cfr. ibid., n. 8. 
20. Cfr. ibid., n. 10. 
21. [bid., n. 18. 
22. Sobre los conflictos con la Congregación de la Inmunidad, <<Dulla adesse 
videtur prohibitio, vel repugnan tia cur istius controversiae decisio super com-
petentia ( ... ) pertinere non debeat ad praefatum tribunal Signaturae Iustitiae», 
ibid., n. 19. 
Lo mismo respecto a los conflictos con el Tribunal de la Cámara, pues si 
bien éste no está sometido a la Signatura de Justicia, cuando la duda está en 
si la misma causa es o no cameral, debe resolverlo la Signatura «atque alias esset 
dare quod unum tribunal ex duobus invicem contendentibus esset iudex in causa 
propria sibique ius diceret», ibid., n. 20. 
23. El argumento es claro: más vale que conozcan y decidan todos los miem-
bros de un tribunal -la Signatura- y no uno sólo, el Auditor del Papa, cuya 
PRIMACÍA DE LA SIGNATURA DE JUSTICIA EN EL SIGLO XVII 315 
El Tribunal de la Cámara, entendía de cuestiones relacionadas con 
el fisco; tenía signatura in ventre y en consecuencia hacía las veces 
de la Signatura de Justicia respecto a los tribunales a él subordinados: 
el del Tesorero, el del Carnerario 24 y los encomendados .cada año a un 
clérigo de la Cámara que actuaba como Praefectus Annonae et Gra-
sciae, o como Praeses Dohanarum, Riparum et Zecchae, así como el 
tribunal Aedilium o Magistrorum viarum 25. Pero también aquí el Audi-
tor del Papa indicaba que debía limitarse su jurisdicción a lo expresa-
mente atribuido por el privilegio pontificio y «non debet avocare om-
nes causas eis bene visas, in quibus non habeant -(iudices, et tribu-
nalia cameralia)- certam privativam sibique ius dicere» 26, evitando 
así inacabables conflictos por inhibiciones y atentados. Por eso final-
mente el Cardenal De Luca decidió remitir esas cuestiones al tribunal 
de la Signatura de Justicia, otorgándole -en la duda- la delegación 
pertinente 27. 
Por último, como en los casos anteriores, si surgía conflicto entre 
la Cámara y otros tribunales no camerales sobre la competencia -por 
decisión, además, no es recurrible. Cfr. ibid., n. 21. De otra parte, si «talis con-
tentio sit, quod communitas potius dicatur personam privatam, non autem pu-
blicam e .. ) ordinariis iudiciibus remittere consuevi, nullaque videtur prohibitio, 
vel incongruentia, ut Signatura Iustitiae desuper manus apponat, eodem modo 
quo in aliis causis privatis, et indifferentibus», ibid., n. 22 . 
24. Cfr. Relatio ... , d. 11, nn. 11; 15 Y d. 31, n. 54. El Cardenal Camerario podía 
actuar de cuatro formas: a) como Presidente del Tribunal (Pleno) de la Cámara, 
compuesto por 12 clérigos camerales; b) como juez solo, en la primera instan-
cia, para causas camerales, de las que cabía apelar al Pleno, c) en causas 
indiferentes, reteniendo la jurisdicción que antiguamente tenía y que actualmente 
detentaban el Gobernador de la Urbe, el Vicario de la misma, y el Auditor de 
la Cámara (que no debe confundirse, con el Auditor del Cardenal Camerario: éste, 
como el Tesorero, actuaban como jueces en ciertas causas camerales; el Auditor 
de la Cámara, como veremos, juzgaba como juez ordinario): sobre este punto 
DE LUCA duda acerca del alcance del privilegio pontificio y manifiesta que sería 
deseable una declaración del Papa en la Signatura de Gracia, pues «meum non 
audeo interponere iudicium»; d) como instancia superior del juicio del Praeses 
Viarum (tribunal Aedilium): en este caso el Tribunal de la Cámara actuaba con 
signatura in ventre, ejecutando lo propio de la de Justicia (cfr. De iudiciis, d. 17, 
nn. 36 -por error, pone 39- y 37-40). 
25. [bid., n. 40; cfr. sobre este tribunal, COHELLIUS, 1., a.c., passim (p. e., 
cap. XV, n. 31). 
26. De iudiciis, d. 47, n. 41. 
27. Cfr. ibid:, n. 42. Por lo demás, la Signatura de Justicia respetaba exqui-
sitamente la jurisdicción de los jueces ordinarios de la Curia Romana (cfr. SCACCIA, 
S., a.c., pars I, quaestio 7, n. 92), y -en el caso pertinente- los privilegios de 
cada uno de ellos (cfr. id., p. I, q. 8, n. 153). El hecho de que la Cámara tuviera 
'signatura in ventre' respondía a los amplísimos privilegios de que gozaba (cfr. 
RlDOLPHINUS, P., a.c., pars I, caput XIII, n. 253; pars III, caput V, nn. 148; 163). 
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prevenclOn del fuero, o interpretación de privilegios, etc.- también 
correspondía a la Signatura la decisión 28. 
Congregatio Baronum et Montium (Ditionis Pontificiae). Aunque 
diferentes, estas dos congregaciones estaban constituidas por las mis-
mas personas, y las reuniones eran únicas y trataban y decidían indis-
tintamente los negocios de una y otra 29. El Tesorero general era el 
Prefecto de ambas. 
De la primera, dice el Cardenal De Luca que no era verdadera y 
propiamente un tribunal contencioso, sino que procedía en determina-
das materias, de modo sumario y sin proceso judicial; por eso desde 
el principio se introdujo el uso de acudir directamente desde ella a 
la Signatura de Gracia 30. 
La otra Congregación sí actuaba a modo de tribunal 31, Y se podía 
apelar al Tribunal de la Cámara 32. 
Congregatio viarum et pontium; aquarum; confinium. La primera 
era casi ignota por la irrelevancia de su vigencia efectiva. Las causas 
se veían en el Tribunal Aedilium -las de los Estados Pontificios, ex-
cerpta Urbe- y en segunda instancia -o en primera, para las causas 
de la Urbe- en el Tribunal de la Cámara 33. 
La segunda tenía también poca actualidad, y muchas cuestiones 
eran más políticas y prudenciales que judiciales; las propiamente con-
tenciosas solían tratarse ante los jueces o tribunales ordinarios more 
aliarum privatarum forensium quaestionum 34. 
La tercera, presidida también por un Cardenal, decidía las contro-
versias de fronteras entre Barones y Comunidades (municipios ... ) y 
actuaba también muy raramente 35. 
Congregatio Consulta. Comprendía ésta un tribunal mere saeculare 
para las causas de los Estados Pontificios a excepción de las de la 
28. Y recuerda DE LUCA a continuación: «quoniam non est committere causam 
appellationis a tribunali camerali, vel in eo rescribere, sed est declarare inter 
partes quisnam sit iudex magis competens, ad quem causa pertineat" De iudiciis, 
d. 47, n. 40. 
29. ReZatia ... , d. 28, n. 1. 
30. Además, de un lado en contadísimas ocasiones actuaba como tribunal, 
y en ésas no surgían conflictos de competencias; de otro lado, por pertenecer a 
ella el Tesorero y otros clérigos de la Cámara, cabría la actuación del Pleno Tri-
bunal de la Cámara, pero de hecho no lo hacía. (De iudiciis, d. 47, n. 55). 
31. Cfr. ReZatia ... , d. 28, nn. 5-6. 
32. Cfr. ibid., n. 9; cfr. COHELLIUS, I., a.c., passim. 
33. Cfr. ReZatia ... , d. 27, n. 4. 
34. Cfr. ibid., n.5. 
35. Cfr. ibid., n. 7. 
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Urbe -que tenía su Gobernador propio-, y de las ciudades donde 
había Cardenales legados (Aviñón, Bolonia, Ferrara, Urbino y Emilia) 36. 
2.2.1.3. Tribunales de la Urbe y su distrito 
El Tribunal de Agricultura. Se regía por estatutos propios y tenía 
las dos instancias. No estaba sometido a la Signatura de Justicia y 
cuando, por la gravedad de la causa, se deseaba el voto de la Rota 
o la avocación del Romano Pontífice, se recurría a la Signatura de 
Gracia 37. 
Pero en las cuestiones de competentia fori, si bien la praxis acos-
tumbrada era la de acudir al Auditor del Papa, como representante 
de la Signatura de Gracia -que se reunía poco y tenía además un 
número de causas prefijado para cada sesión-, De Luca dice que de-
cidió también remitirlas a la Signatura de Justicia in ratione delegata 38. 
El Foro Capitolino. Actuaba como juez ordinario en las causas 
seculares de la Urbe, «quoties ratione obligationis cameralis non intrat 
competentia Auditoris Camerae» 39. No estaba tampoco sujeto a la Sig-
natura de Justicia en su materia, pues gozaba de las dos instancias (y, 
por estatuto, dos sentencias tenían fuerza de tres, cuando eran con-
formes) y cuando hacía falta nombrar otros jueces en ulteriores ins-
tancias por razón de la restitutio in integrum, solía hacerse a través 
del Senador penes quem dicitur adesse Signatura 40. 
También aquí remarca De Luca que a la Signatura de Justicia 
36. No hemos podido encontrar una referencia expresa, si bien -por tra-
tarse de una Congregación Cardenalicia- parece claro que, en su materia, no 
estaba sometida a la Signatura de Justicia: principalmente conocía las causas 
graves que hacían referencia a cuestiones políticas (orden público, denuncias 
contra gobernadores, etc.) sin interferir en las cuestiones económicas, más pro-
pias de la C. Boni Regiminis, ni en las eclesiásticas, ni en las mere privatae (cfr. 
ReZatio ... , d. 25, no. 6, 10, 11, 13, 16). Por el contenido del n. 15, se comprueba 
que dependía directamente del Romano Pontífice en los temas más graves que 
exigían consulta, y que «gerit vices Principis temporalis». 
37. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 46; en primera instancia juzgaban los consules 
y en segunda los revisores. Cfr. Relatio ... , d. 39. 
38. De iudiciis, d. 47, n. 47. 
39. [bid., n. 44. 
40. [bid., n. 44. Curiosamente RIDOLPHINUS expone que en las causas capito-
linas la Signatura de Justicia intervenía en los casos de restitutio in integrum y 
de prórroga de plazos fatales (cfr. o.c., p. 1, c. XIII, n .254). Tal vez este autor 
recibe esta opinión de SCACCIA, S., O.C., p. 1, q. 8, no. 155 -por error figura el 
n. 153-, y 156. Decimos curiosamente porque estos autores suelen matizar me-
nos al reseñar los privilegios de los tribunales; y porque sorprende que esta 
praxis escapara de la atenta mirada del Cardo De Luca. 
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competía, sin embargo, resolver los conflictos de competencias con 
otros jueces o tribunales. 
De este tribunal dependían otros inferiores (v.gr., «quae consti-
tuuntur ex consulibus artium») pero resolvían causas ínfimas y no se 
planteaban problemas que afectaran a l~ función judicial de la Signa-
tura de Justicia 41. . 
Congregatio Visitationis Carceratorum. La componían, entre otros, 
el Gobernador de la Urbe, el Auditor de la Cámara, el Presidente de las 
cárceles --clérigo cameral-, Lugartenientes del Gobernador y del 
Auditor de la Cámara, etc. 42. Por todo el contexto, donde el Cardenal 
De Luca narra cómo había tenido que intervenir repetidamente para 
extirpar abusos y corruptelas, y por tratarse de medidas graciosas pre-
cisamente en cuanto tales (en cuanto no debidas), es patente que no 
quedaba sometida a la Signatura de Justicia, pues estaba fuera de su 
ámbito de acción propio. 
2.2.1.4. Principales tribunales especiales, por razón de lugar 
o de título personal 
El Prefecto del Palacio Apostólico entendía de las causas referen-
tes a personas y lugares pontificios. Según De Luca no constaba pri-
vilegio, sino más bien pontificia permissione 43. Se dieron abusos y 
excesos notables, como ampliar la materia -y las personas- por 
cuestiones accidentales nimias, no aceptar el sometimiento a la Sig-
natura de Justicia y actuar como si tuviera signatura in ventre. El Audi-
tor papal distingue las cuestiones restringiendo las personas y mate-
rias y reduciéndole su jurisdicción a la primera instancia, debiendo 
luego acudir a la Signatura de Justicia, para que enviara la causa al 
tribunal que competiera. Lo mismo se dice sobre el tribunal del Cas-
tillo de Sant Angelo 44, cuya situación era similar en este punto. 
El Obispo de la diócesis de Ostia y Veletri -que era también Go-
bernador en lo temporal- por indulto especial tenía tres instancias 
(la tercera, en la Urbe), pero sólo para las causas de la ciudad, y no 
las de otros lugares sujetos a su autoridad episcopal 45. 
La Legatio Status Avenionensis, tenía Signatura propia, pues go-
zaba de un indulto especial dado por un Breve pontificio. Fuera de los 
41. De iudiciis, d. 47, n. 45. 
42. Cfr. Relatio ... , d. 29, n. 2; cfr. SANTINI, P., o.c., p. 59. 
43. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 48. 
44. Cfr. ibid., n. 49 (por error, ese número no aparece en el texto). 
45. Cfr. ibid., n. 57; cfr. SANTINI, P., o.c., p. 62. 
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casos que abarcaba el privilegio, causae committuntur per Signatu-
ram 46. La misma regla de restricción aplica el Cardenal De Luca a 
otros lugares 47, acotando el privilegio a la materia estricta para la que 
se concedió. 
Cardenales Obispos, Presbíteros y Diáconos, en sus respectivos 
títulos. Los Cardenales Presbíteros y Diáconos gozaban de facultad 
para juzgar en primera instancia, pero para el Cardo De Luca era evi-
dente que no había ninguna causa pro haec praerogativa habendi Sig-
naturam pro ulterioribus instantiis, o para no someterse a la Signatura 
de Justicia 48. 
Es más, la misma praxis de los seis Cardenales Obispos venía a 
mostrar lo contrario, pues -salvo el Ostienseque, como hemos dicho, 
tenía un indulto especial- en sus diócesis se consideraban como los 
demás Obispos y tenían una sola instancia, de modo que para las 
ulteriores se apelaba al Auditor de la Cámara y otros jueces ordinarios 
de la Curia, o se acudía -en su caso- a la Signatura de Justicia 49. 
Cardenales Archipresbíteros de las Basílicas Lateranenses, Vati-
cana y Liberiana (Santa María Mayor). Juzgaban, con jurisdicción pri-
vativa, las causas civiles, criminales y mixtas de sus ministros y sier-
vos, con jurisdicción quasi-episcopal. De hecho incluso las avocaban 
a sí de otros jueces, y resolvían en todas las instancias, aun en figura 
de signatura 50. Pero el Cardenal De Luca indica de modo tajante que 
esta atribución es abusiva, y sólo explicable porque nemo contradicere 
(lusus est,. ac dicere cur ita . faci~ 51. En efecto, estima, con firme con-
yicción, que el alcance de su jur~sdicción sólo debía extenderse a una 
primera y única instancia, en la que procedían de modo sumario. 
Aunque se trataba de juicios omni appellatione remota, como casi siem-
pre en la praxis solía concederse ulterior instancia, en esos casos no 
46. De iudiciis, d. 47, n. 58. . 
47. Cfr. p.e., respecto a la Domus Lauretana, ibid., n. 60. 
48. ¡bid., n. 26. 
49. Cfr. ibid., n. 26. 
50. Cfr. Relatio ... , d. 41, n. 1, como recoge GoRDON en el artículo citado de 
Periodica (1980), pp. 380, 384-5. RIDOLPHINUS recoge el hecho de que no se da ape-
lación <mee, ob eorum amplissimas faculta tes, Signatura Iustitiae in causis ad 
iurisdictionem ipsorum spectantibus rescribit» (a.c., p. I, c. XIII, n. 243), y dis-
tingue las causas de intereses personales, de las referentes a las Basílicas. En 
esos casos opina que se debe acudir al Prefecto de la Signatura de Gracia, y no 
al de la Signatura de Justicia (cft. a.c., p. I, c. VII, nn. 105-107). Parece intere-
sante, sin embargo, considerar la rotunda afirmación del Cardenal De Luca que 
a continuación señalamos en el texto. 
51. De iudiciis, d. 47, n. 23. 
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constaba que existiera l'linguna exención de la Signatura de Justicia, 
minusque ( ... ) facultas habendi Signaturam in corpore 52. 
Lo mismo valía, según el Auditor del Santísimo, para los Protec-
tores de ciertos lugares o personas, pues son Prelados inferiores o Vi-
carios particulares del Papa, cuya potestad y jurisdicción estaba res-
tringida a cierta Iglesia o a cierto género de personas. El razonamiento 
de De Luca es cualitativo: si el mismo Cardenal Vicario estaba some-
tido a la Signatura de Justicia, y no tenía más que una instancia --en 
las siguientes las causas eran remitidas a la Rota o a Prelados jueces 
por la Signatura-, con más razón debía entenderse restringida la ju-
risdicción de dichos Protectores 53; salvo que constase una facultad 
concedida por algún indulto especial 5\ como en el caso ya insinuado 
de la Domus Lauretana. 
Deshizo también el Cardenal un equívoco frecuente en esos casos, 
pues en el documento pontificio de concesión de esos privilegios a 
veces se hacía referencia a que quedaban avocadas todas las causas 
(relativas al contenido del privilegio en cuestión) de cualquier lugar e 
instancia. De Luca entendía que se trataba de un acto del Romano Pon-
tífice con ocasión de la erección de la nueva jurisdicción o concesión 
del nuevo privilegio, pero no podía deducirse de ahí la concesión de 
pluralidad de instancias ni una exención de la Signatura de Justicia; 
sobre todo porque había un solo juez, singular, lo cual excluía otras 
instancias y obligaba a remitirse a la Signatura 55. 
y tampoco podía inferirse la exención de la Signatura de Justicia 
del hecho de que las facultades judiciales fuesen concedidas manu 
Papae y con la cláusula appellatione remota (de modo que sólo cupiera 
la súplica a la Signatura de Garcia) 56; si bien los casos podían ser va-
52. Ibid., n. 23. 
53. Cfr. ibid., n. 24. También MANOOSIUS testimonia la existencia de privilegios 
-y su necesidad- si bien no se refiere expresamente a su alcance: «illi ex 
Cardinalibus titularibus, qui causas audiunt et decidunt, potius innituntur con-
cessionibus et privilegiis a Sede Apostolica concessis» de modo que «non vide-
tur generalis et indistincta ista contentiosa iurisdictio in omnibus titularibus» 
(o.c., reg. 7, q. 2, n. 7). 
54. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 32. RIOOLPHINUS estima que los lugares píos que 
tienen un Cardenal Protector, por privilegio no están sometidos a la Signatura 
de Justicia (cfr. o.c., p. 1, c. XIII, nn. 245-246), y sí lo están aquéllos que 110 
tienen (cfr. ibid., n. 252), Más adelante hablaremos de la jurisdicción especial 
de ciertos Cardenales. 
55. Cfr. De Iudiciis, d. 47, nn. 30-31. 
56. Cfr. ibid., n. 32. 
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riados 57. Además, los canónigos, beneficiados, sirvientes, etc., entraban 
en esta jurisdicción especial sólo respecto a las causas pasivas, pero 
no en las activas 58. 
Jurisdicción especial de ciertos Cardenales. Algunos Cardenales te-
nían, respecto a determinados lugares o personas, cierta jurisc:licción 
en lo temporal. Con frecuencia, actuaban en segunda y tercera instan-
cia, con claro abuso, y en causas derestitutio in integrum 59. A éstos 
responde De Luca · sin ambages, que él, si actuara como abogado, se 
opondría a la validez de las sentencias ulteriores por defecto de juris-
dicción 60, ¡pues ni los Obispos y Arzobispos -dice- tierien más que 
la primera instancia en sus diócesis, y éstos son Prelados inferiores! 
2.2.2. Criterios generales sobre los privilegios 
Así pues, podemos resumir los principios de la interpretación de 
los privilegios sobre fueros, sistematizándolos del modo siguiente: 
1. Deben entenderse rigurosamente en cuanto a las personas, lu-
gares y materias de que traten. 
2. Las causas que no afecten a lo expresamente concedido, no 
deben considerarse incluídas en el privilegio 61. 
3. Salvo indulto especial, sólo comprenden la actuación en pri-
mera instancia (excepto en las Congregaciones Cardenalicias). 
4. En todos los casos, las cuestiones de competencia entre tribu-
nales y los recursos por defecto de jurisdicción o incompetencia -cuan-
do no existe tribunal superior común- compete a la Signatura de Jus-
ticia, sea a tenOr de sus facultades ordinarias, sea por facultad de-
legada 62. 
57. Cfr. ibid., n. 34: en algunos casos, p.e., el texto de concesión ni siquiera 
decía nada sobre las instancias a las que se extendía. 
58. Cfr. ibid., n. 35. 
59. Cfr. ibid., n. 56. 
60. Cfr. ibid., n. 56. 
61. Cfr. ibid., n. 8; cfr. también los nn. 10, 14, 15-17, 19-21, 22-24, 26, 31, 32, 
35,40, 44, 46-49, 58, 62. 
62. Cfr. ibid., n. 4. De hecho, uno de los remedios que puso el Cardenal 
De Luca para evitar retrasos increibles en los procesos de la Curia fue remitir a 
la Signatura de Justicia «quaestiones competentiae fori ( ... ) ad quam proprie ac 
regulariter illae pertinent, et ne illi iudices et tribunalia». Y así, «dictum fuit 
remitti iure delegato, ac sine praeiudicio, adeout in hac parte illud Tribunal ge-
reret vices Auditoris Papae, vel Signaturae Gratiae» (ibid.); de este modo «cum 
ista declaratione, quod istud Tribunal procedat iure delegato, et sine aliquo 
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Ha sido necesario repasar, siquiera brevemente, las principales 
fuentes de litigio. Y ello porque nos parece que De Luca contradice 
expresamente muchas afirmaciones generales -corrientes en la ma-
yoría de los autores- a propósito de los límites de la competencia 
del tribunal de Signatura, y matiza otras -distinguiendo y delimitando 
alcances-o También ha sido conveniente esta exposición, a nuestro 
juicio, porque De Luca miraba con perspectiva, desde la posición única 
del Auditor del Papa; porque estudió con profundidad cada uno de los 
casos; y finalmente porque parece ahora más clara -precisamente por 
el contraste de los privilegios y de los abusos- la 'ordinaria' suprema-
cía de la Signatura de Justicia: lo que otros tenían por especialísimo 
privilegio, ella lo disfrutaba 'por naturaleza'. De hecho de los demás 
tribunales, incluida la Cámara, siempre cabía acudir a la Signatura de 
Gracia, y en cambio ya en la Constitución Universi agri de 1611, el Ro-
mano Pontífice se refiere a la Signatura de Justicia justo a continua-
ción de la de Gracia, y señala la prohibición general -con severa excep-
ción- de presentar en la Signatura de Gracia las 'comisiones' recha-
zadas por la de Justicia 63. 
Estas opiniones -y las consecuentes medidas- del Cardenal 
Auditor del Papa causaron conmoción en las mismas Congregaciones 
de Cardenales 64. Por ello De Luca dedicó todo el discursus último 65 de 
la parte primera del tomo XV de su Theatrum veritatis et iustitiae, que 
versa sobre los juicios y los jueces, a exponer estas cuestiones y de-
clarar los motivos en que se fundamentaba y los móviles que le habían 
llevado a estudiar y resolver estos puntos conflictivos; porque con 
frecuencia impedían o retardaban innecesariamente la función de jus-
ticia de los tribunales de la Curia, o dejaban de proteger adecuada-
mente derechos subjetivos. 
Impresiona la declaración de su comienzo; « ... Deo teste, ex solo 
praeiudicio privilegiorum, consuItum remanet aliis tribunalibus privilegiatis, 
eodemque tempore remanet consultum cursui, et administratione iustitiae, et ne 
ista ob huiusmodi subterfugia detnmentum patiatur» (ibid., n. 43). 
63. Cfr. Consto Universi agrio Por lo demás, los textos del Cardo De Luca son 
suficientemente elocuentes. Por otro lado, nadie ha puesto en duda que actuaba 
representando al Papa, y que ostentaba -de por sí- la máxima autoridad en 
el orden judicial; en todo caso, eran los otros tribunales los que gozaban de 
exención respecto al de la Signatura de Justicia (cfr., sobre este particular, y 
sobre la autoridad del Prefecto de la Signatura de Justicia, RIDOLPHINUS, P., o.c. 
p. 1, c. XIII, nn. 61, 62, 65, 212·215, 509·515, 579; p. 111, c. V, nn. 17, 21, 40; p. 1, 
c. VII, nn. 116, 123). 
64. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 5. 
65. De iudiciis, d. 47. 
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motivo, et amore veritatis et iustitiae ... » 116; pero no asombra menos 
el rigor de los estudios históricos y teórico-jurídicos que manifiesta al 
tratar de bastantes de los tribunales, unido a la facilidad con que 
parece desenvolverse entre los entresijos de una praxis diferenciada 
y multiplicada en cada tribunal y con frecuencia no escrita en regla-
mentos, e incluso fluctuante. Tal vez ésta sea también una explicación 
-al menos parcial- de la complejidad que a veces aparece en sus 
textos. 
Las razones apuntadas, además de los excesos y malinterpreta-
ciones de los privilegios de fuero, se resumen en la necesidad de sim-
plificar -tendencia a la unificación- al máximo las cuestiones que 
surgen de una multiplicidad de tribunales excesiva y casi monstrucr 
sa 67; multiplicidad que obstaculiza el ejercicio de la justicia, y de la 
que a menudo se lamenta, hasta el punto de afirmar «si in mea repo-
situm esse potestate, huiusmodi multiplicitatem delerem, quoniam ha-
bita proportione populi, tria, vel quatuor Tribunalia sufficerent, ac 
superabundarent» 116. 
Por otra parte, se advierte también el reconocimiento expreso de 
las ventajas del sistema colegiado, pues para hacer constar que no 
tiene interés alguno personal en favor de la Signatura de Justicia -a 
la que, como hemos visto, no dejó de recriminar sus extremos- señala 
que los tribunales que pretenden su exención, o que la Signatura de 
Justicia ni siquiera conozca de los conflictos de competencia entre 
fueros distintos, acuden a la Signatura de Gracia; y como ésta, según 
advertimos, carecía de agilidad suficiente para conocer tantas causas 
con la celeridad necesaria, solía resolver por sí solo el Auditor del 
Papa Ca la sazón, el mismo De Luca). Por esa razón, advierte que, 
buscando el bien de la justicia, es más lógico que conozcan esas causas 
-siempre graves- los miembros de un tribunal numeroso y colegiado, 
con tanta experiencia y tan probada como la tenía la Signatura de 
Justicia 69, y del que cabía ulterior vista, imposible en el caso del 
Auditor papal 70. 
66. ¡bid., n. 1. 
67. ¡bid., n. 1. 
68. ¡bid., n. 47. 
69. «Praesertim hoc Tribunal me docuit, quam magna sit operatio plurium 
iudiciorum simul congregatorum, in idem, quoniam si consideretur idoneitas 
singulorum Praelatorum votantium pro consueta collegiorum vel universitatum 
conditione, adesse solent aliqui, non multum periti; Et tamen ille coetus, iuxta 
axioma, quod plus vident oculi quam oculus; Sive quod id quod non percipit 
unus, percipit alter intellectus, ( ... ) frequenter vidi excogitare motiva, ad quae 
in diuturna causae disputatione, in Rota, vel in alío Tribunali, neque per Advo-
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No es necesario glosar más la mentalidad jurídica, el sentido del 
equilibrio -equidad- y la nitidez de convicciones de este autor ~re­
petidamente alabado en el ámbito canónico-,que parece mostrar cómo 
a la hora de contrastar la sustancia de lo justo, se acercan las distan-
cias entre tiempos diversos. Baste añadir que, si bien no dejó de 
recibir ciertas críticas e ingratitudes 71 por parte de algunos qut( sos-
tenían opiniones contrarias a las medidas que preconizaba, su actitud 
intelectual y su prudencia y humanidad le llevó a comunicar todo ese 
discursus a Auditores, ministros de los Cardenales Protectores, etc., 
para que pudieran hacerle llegar sus observaciones 72; pues aun estan-
do convencido de perseguir sólo el buen curso de la justicia, «adhuc 
tamen me promptum declarando liben ter mutare consilium, quando 
adaequatas audiam responsiones, quoniam rneum non est propositum, 
nec quidem in minimo dictis iurisdictionibus praeiudicare» 73. 
2.2.3. Tribunales ordinarios de la Urbe sometidos 
a la Signatura de Justicia 
Tribunal del Cardenal Vicario de la Urbe. El Cardenal Vicario ac-
tuaba como Vicario general del Papa, no en cuanto Romano Pontífice 
sino en cuanto Obispo de la Urbe u ordinario del lugar 74 y gozaba de 
jurisdicción casi universal para la Urbe y su distrito 75, de modo que 
pocas causas eclesiásticas dejaban de corresponderle por razón de pri-
vilegios 76. 
Ejercía lo que un Ordinario en su diócesis, en causas espirituales 
o mixtas 77 salvo la Visitación Apostólica -que el Romano Pontífice 
realizaba por una Congregación especial 78_ y la colación de beneficios, 
que el Papa llevaba a cabo a través de la Dataría 79. 
catos, et Procuratores, cogitatum fuit; Atque prudentissimas, ac ingeniosas pro-
dire resolutiones, quae in eorum singulis prorsus incongruae, ac pene impossi-
biles videntur» (Relatio ... , d. 31, n. 16 -por error, no consta el número-). 
70. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 21. 
71. Cfr. ibid., n. 1. 
72. Cfr. ibid., n. 63. 
73. Cfr. ibid., n. 63. 
74. Cfr. Relatio ... , d. 13 n. 2. 
75. Cfr. ibid., n. 1; cfr. RIDOLPHINUS, P., O.C., p. IJI, c. V, n. 420; p. I, c. VJI, 
n. 75; cfr. SCACCIA, S., O.C., p. JI, q. 19, remo I, conel. 6, n. 79. 
76. Cfr. Relatio ... , d. 13, nn. 2-4. 
77. Cfr. ibid., n. S. 
78. Cfr. ibid., n. 10. 
79. Cfr. ibid., n. 11. 
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Tenía un Vicegerente 80 que se ayudaba de tres vicarios -dos de 
ellos llamados locumtenentes, y el tercero deputatus, en razón de las 
materias propias de sus competencias-o De ese Tribunal podía, en su 
caso, recurrirse a la Signatura de Justicia, en lo que era propio de 
ésta 81. 
Gobernador (y Gobernator Burgi) de la Urbe. Magistrado en cau-
sas seculares de carácter civil o criminal -o, por delegación especial, 
de las eclesiásticas- 82. Gobernaba la ciudad y despachaba dos veces 
por semana con el Romano Pontífice. Estaba sometido a la Signatura 
de Justicia 83. Asumió las funciones del antiguo Gobernator Burgi -que 
regía la Civitas Leonina-que había sido constituido corno máxima 
autoridad de lo que se consideraba en otro tiempo una ciudad aparte 
que actuaba corno fortaleza pro custodia Palatii Vaticani 84. 
Tribunal del Auditor de la Cámara (AC). En Curia actuaba corno 
juez de primera instancia en todas las causas seculares o eclesiásticas, 
civiles o criminales (excepto algunas), con jurisdicción cumulativa con 
el Gobernador, el Vicario y otros jueces ordinarios, entre los cuales 
se daba la prevención 85. En los procesos de fuera de la Curia actuaba 
corno juez ordinario de apelación en todas las causas eclesiásticas y 
profanas de cualquier tribunal (salvo los exentos) IMI. Estaba también 
bajo la jurisdicción de la Signatura de justicia 8'/. 
Sagrada Rota. Era juez de apelación de las causas de la Urbe que 
en primera instancia se veían en el tribunal del A.C. y en el del Cardenal 
Vicario -y sus tribunales subordinados-, para las causas graves, ya 
fueran seculares o eclesiásticas IMI. En ocasiones conocía estas causas 
importantes en primera instancia, por consenso de las partes o por co-
misión (p.e., para evitar una posible difamación) 89. 
Para las causas de fuera de la Curia -ex partibus- era tribunal 
de apelación de las sentencias de los Legados y Nuncios Apostólicos, 
80. Cfr. ibid., n.14. 
81. Cfr. p.e., De iudiciis, d. 47, nn. 31, 32, 44. 
82. Cfr. ReZatia ... , d. 36, nn. 2-3. 
83. Cfr. De iudiciis, d. 47, nn. 31, 32, 44. 
84. Cfr. De iudiciis, d., 47, n. 50. 
85. Cfr. ReZatia, d. 34, n. 3. 
86. Cfr. ibid., n. 5; p.e., no podía conocer las causas camerale~ -de uno 
y otro fisco-- (n. 13) y otras (nn. 14-16). Cfr. SCACCIA, S ., a.c., p. 1, q. 8, nn. 112; 
125; 128; 142; p . 1, q. 7, nn. 90-91; cfr. RIOOLPHINUS, P., a.c., p. 1, C. VII, nn. 73 SS.; 
nn. 113-115; p. III, C. V, nn. 40; 42. 
87. Cfr. De iudiciis, d. 47, nn. 31, 32; ReZatia ... , d. 31, nn. 39, 54. 
88. Cfr. ReZatia ... , d. 32, n. 59. 
89. Cfr. ibid., n. 59. 
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Presidentes y Gobernadores, Ordinarios, Metropolitanos y otros Pre-
lados. Conocía causas de ambos fueros -secular y eclesiástico-: del 
eclesiástico, las de toda la Iglesia; del secular, las de todo el Estado 
Pontificio y también del Estado de Aviñón y del Condado Venaissin 
en Francia 90. No entraba en las causas criminales 91. Y estaba igual-
mente subordinado a la Signatura de Justicia IIZ. 
2.2.4. Dos «quaestiones disputatae» 
Las causae leviores, procedentes de los tribunales del Cardenal Vi-
cario, Gobernador y A.C. En efecto, en principio la Signatura de Jus-
ticia sólo conocía las causas graviores. Pero el Decano de la Signatura 
planteó -y obtuvo la aprobación del Sumo Pontífice, con fecha 
20.VII.170S 93_ que esta praxis debía entenderse como medida pru-
dencial, y no como límite de jurisdicción; de modo que el Prefecto 
de la Signatura, y el Auditor de la misma, y el tribunal como tal pu-
dieran admitir y denegar recurso a las sentencias:y decretos del Cardo 
Vicario, Gobernador y A.C., puesto que a) no parecía estar prohibido 
expresamente, y por tanto en la duda debía considerarse permitido 94; 
b) por representar --este tribunal- al Papa, parecería inconsecuente 
90. Cfr. ibid., n. 60. 
91. Cfr. ibid., n. 60. 
92. Cfr. ib,id.,n. 58, donde se afirma que la Signatura le remite causas; cfr. 
Relatio ... , d. 31, n. 15: también conoce -;-en lo que le compete- las causas vistas 
por la Rota -cfr. también ibid., nn. 1 y 16-. Cfr. SANTINI, o.c., pp. 60-61, donde 
abunda en testimonios de esta sujeción, en contra de algunas opiniones aisladas 
-Monin, Bangen, Del Re- que no parecen tener suficiente fundamento. Cierta-
mente la Rota era tribunal supremo de apelación, y podía decirse de una causa 
«semel rotalis, semper rotalis» (cfr. SCACCIA, S., o.c., p. 1, q. 7, n. 20), pero ello 
no obsta para que estuviera sujeta a la Signatura de Justicia, en su materia, 
que no era conocer el fondo de las causas, sino resolver cuestiones judiciales y 
remitirlas a los jueces correspondientes. Así, afirma P. RIDOLPHINUS: «De Sacro-
Rotae Auditorio non fuit facta aliqua mentio, quia cum in Rota causae omnes 
sint commissariae, et per speciale rescriptum a Signatura commissae, ( ... ) non 
possunt per A.C. ludicem ordinarium ad Rei conventi instantiam reassumi, sed 
si qui praetendat illas a Rota avocare, debet adire Signaturam lustitiae, ex quo 
enim exiit rescriptum a Superiore, jurisdictio inferioris suspensa remanet, nec 
illud potest nisi per rescriptum revocari» (o.c., p. 1, c. VII, n. 108 p. 1, c. XIII, 
DD. 211-215). 
93. Cfr. S. Rotae Romanae Decisiones et Summorum Pontificum Constitutio-
nes recentissimae, Theatrus Veritatis et Iustitiae Cardo De Luca, eiusque Tracta-
tus De officiis venal. et statut. sucessionibus, vol. II, Venetiis 1759, pp. 461463 
(En sentido contrario opina GORDON, l., Periodica (1980), cit., p. 359, nota 18). 
94. Cfr. ibid., p. 461. 
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que alguien lesionado por un gravamen de un juez no pudiera recu-
rrir a él 95. 
Una vez más se ve cómo se señala la función propia de la Signatura 
de Justicia: tratar los asuntos referidos a cualquier gravamen origi-
nado por los órganos de la función judicial. También recuerda el De-
cano del tribunal que esa prohibición provino de la propia Signatura 
y el motivo de tal sugerencia había sido evitar a las partes cargar con 
expensas desproporcionadas 96. •• no la ausencia de competencia por 
parte del órgano judiciario, pues nunca se consideró excluida la posibi-
lidad de recurso por vía de gravamen al Romano Pontífice, por el hecho 
de que estuviera prohibida la apelación 97. Y al Papa lo representaban 
el Prefecto y el Auditor de la Signatura; por 10 cual, en tales casos, 
la Signatura «potest, et solet, imo debet describere» 91\ y si juzgaba que 
la justicia había sido lesionada, debía delegar en los jueces correspon-
dientes suspendiendo la ejecución de 10 juzgado, no obstante las nor-
mas del derecho común. 
Las causas criminales. Estaba establecido el uso de que fueran 
conocidas sólo y exclusivamente por el Prefecto de la Signatura de Jus-
ticia, confirmado por un mandato pontificio de Inocencio X l1li. De 
Luca aclara que tal regla debía entenderse como medida de pruden-
da para evitar . posibles perjuicios derivados de la publicidad, pero 
95. Cfr. ibid., p. 461. 
96. Cfr. ibid., p. 462. SCACCIA afirma que en causas inferiores a 16 ducados 
de oro de la Cámara, la Signatura no firma comisiones, «ex pontificia consti-
tutione, et recepto stylo Signatura» (o.c., p. 1, q. 17, limo 43, n. 1). RIDOLPHINUS 
señala también la existencia de un límite en el tribunal del A.C. (cfr. o.c., 
p. 111, c. V, n. 422) y explica que el motivo de esa praxis en la Signatura es 
el coste de los traslados de las actas, etc., que elevarían el de la causa por encima 
de la cantidad disputada (cfr. ibid., n. 421) . Sin embargo, en causas inferiores, 
al menos en determinados supuestos, podía acudirse al Prefecto de la Signatura 
(cfr. ibid., n. 40; los 20 escudos señalados equivalían a los 16 ducados de oro: 
dr. ibid., n. 413). 
97. Cfr. S. Rotae Romanae Decisiones ... , cit., p. 463. 
98. ¡bid., p. 462. SANTINI -o.c., p. 63- cita un Edicto de la Signatura de 
Justicia de 12.1.1731 que prohibía a los referendarios proponer al pleno comi-
-siones de valor inferior a 50 escudos. Nos parece que no obsta: en primer lugar, 
más bien confirma el hecho de que, después del documento anterior, incluso 
en el Pleno se veían esas causas; en segundo lugar, parece tratarse de una res-
tricción de posibles -o reales- abusos por parte de los referendarios, más que 
de una incompetencia del tribunal (no olvidemos que se trata de un Edicto 
de la propia Signatura); en tercer lugar, parece claro que no afectaba al Pre-
fecto y al Auditor, y que éstos no quedaban impedidos de llevar estas causas 
.al Pleno, si lo veían oportuno. 
99. ReZatio ... , d. 31, n. 50; o también por el Auditor de la Signatura «quasi 
.quod non congruat causis criminalibus publicitas Signaturae plenae» (ibid.). 
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en otro caso -p.e., si ya fuera pública- entonces nada parecía pro-
hibir la intervención de la Signatura en esas causas 100; pues si el 
Prefecto de la Signatura ejercía esa jurisdicción, no podía negarse 
al Pleno, quodammodo superior, pues con frecuencia conocía y retrac-
taba o moderaba los fallos de aquél, cuando se recurrían ante dicho 
Pleno 101. 
3. Delimitación del ámbito de las competencias atribuidas 
Puede decirse, de modo general, que siempre ha correspondido 
al tribunal de la Signatura de Justicia la función de vigilar acerca 
de la recta administración de la misma. Esta tarea exigía un delicado 
equilibrio: de un lado, debía cuidar de la adecuada aplicación de las 
normas procesales y entender de las cuestiones surgidas del proceso, 
asegurando la estabilidad y firmeza del sistema judicial y resolviendo 
los conflictos que pudieran originarse: bien entre los mismos órganos 
del poder judicial, bien porque alguna de las partes se estimara gra-
vada por éstos en el desempeño de sus funciones. In summa -conclu-
ye De Luca- omnia ea quae iudiciorum cursum concernunt 102. 
De otro lado, le correspondía atender y entender de aquellos casos 
en que la protección de la justicia material -los .legítimos derechos 
e intereses de las partes, que se estimaban lesionados por el curso or-
dinario del proceso- exigiese un remedio contra una sentencia firme 
que había dado lugar a una res iudicata contra la que no cabía -en 
principio- nuevo recurso de apelación. 
El equilibrio debía lograrse, por tanto, entre las leyes procesales, 
que institucionalmente encauzaban y protegían la resolución de los 
procesos ordinarios y apuntaban soluciones excepcionales ante supues-
tos extremos en que pudiera lesionarse la justicia, y las partes que 
demandaban el puntual cumplimiento de ésta in casu. Y todo ello 
evitando a la vez que las formalidades superfluas ahogaran la justa 
solución de la causa, o que alguna de las partes pretendiera -al am-
paro de la formalidad de la norma procesal, y forzando su verdadero 
sentido-, que se aplicaran innecesariamente -sin justa causa- los 
remedios extraordinarios, en detrimento también de la eficacia que 
100. Cfr. De iudiciis, d. 47, n. 62. 
101. Cfr. ibid., n. 62. 
102. Relatio ... , d. 31, n. 48. 
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presta la firmeza del derecho positivo 103. En cualquier caso, además, 
la actuación de la Signatura de Justicia debía ser prout de iure, y sin 
fallar la sustancia de la causa 104. 
3.1. Cuestiones surgidas con ocasión del proceso 
3.1.1. Cuestiones de competencia 
A la Signatura de Justicia, competía de modo propio resolver los 
conflictos originados en razón de los diversos fueros existentes. Como 
hemos visto, esta competencia era exclusiva en todos los casos, bien 
por sus propias facultades ordinarias, bien -si algunos opusieran du-
das acerca de su legitimidad- por la delegación de facultades que 
realizó el mismo Cardenal De Luca. Era, en caso de conflicto, el árbitro 
supremo de las distintas jurisdicciones. 
Las demás competencias no se extendían a aquellos tribunales que 
estaban exentos de su jurisdicción (p.e., por tener signatura propia, o 
depender de otro tribunal que la tuviera), en las materias que dicha 
exención comprendiese. 
En los demás casos, la Signatura de Justicia conocía las causas 
surgidas en todos aquellos tribunales -de uno u otro fuero-- que no 
tenían superior; o cuando el conflicto surgía entre varios tribunales 
que no tenían un tribunal superior común. 
Las cuestiones se referían a la remisión de causas a los Ordinarios 
de los lugares -o, por el contrario, a la determinación del carácter 
curial de las mismas, por su gravedad 105_, a la interpretación y apli-
cación -ad casum- de los privilegios 106, a los problemas sobre la 
avocación, concurso y prevención ¡(n, la unión de causas por conexión 106, 
la determinación del fuero criminal o civil 109, Y la prorrogación de 
fuero no. Es decir, las concernientes a las competencias de fuero de 
primera instancia 111. 
103. Cfr., p.e., ibid., nn. 39, y 4647, sobre argucias empleadas a veces por 
las partes. 
104. ¡bid., n. 39; cfr. SCACCIA, S., O.C., p. I, q. 7, n. 82. 
105. Cfr. Relatiooo., d. 31, n. 48. 
106. Cfr. ejemplos de casos vistos en la Signatura de Justicia sobre estos 
particulares en De iurisdictioneoo., dd. 61-63, 69, 71, 73 -por error, pone 63-, 
84, 86, 89, 90, 105 Y 106. 
107. Cfr. ibid., dd. 50, 81; cfr. SCACCIA, S., O.C., p. I, q. 17, n. 55. 
108. Cfr. De iurisdictioneoo., dd. 74, 81; Y Relatio ... , d. 31, n. 48. 
109. Cfr. De iurisdictioneoo., dd. 77, 79, 81, 115, Y Relatiooo., d. 31, n. 48. 
110. Cfr. De iurisdictione.oo, d. 51. 
111. Cfr. De iudiciis, d. 18 passim. 
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En grado de apelación determinaba también si una causa debía 
ser curial o no, y si en la Curia debía ir a un Prelado o a la Rota 
-en función de su importancia- y las cuestiones sobre conexión de 
causas o conflictos de fueros 112. 
3.1.2. Cuestiones de procedimiento 
También dentro del ámbito de los tribunales sometidos a la Sig-
natura de Justicia, resolvía sobre conflictos acerca de la prescripción 
de plazos 113, inhibición -o moderación de la inhibición 114_ de los 
jueces o tribunales, admisión de pruebas injustamente rechazadas y 
--en general- de aquellos actos realizados por los órganos de justicia 
a lo largo del desarrollo del proceso que se estimasen male positi 115. 
3.1.3. Cuestiones de composición de los órganos de justicia 
Se refería esta atribución a las decisiones concernientes a la re-
vocabilidad de los jueces: p.e., a la petición de remoción y sustitu-
ción por sospecha 116. 
3.1.4. Cuestiones sobre protección de las partes 
durante el proceso 
Bajo este título se comprende la facultad del tribuna] de la Sig-
natura de Justicia para conceder determinados beneficios que se con-
112. Cfr. Relatio ... , d. 31, n. 48. 
113. Cfr. Relatio ... , d. 31,0. 44; cfr. De iurisdictione, d. 61 .Cfr. RIDOLPHINUS, 
P., O.C., p. 1, c. XIII, nn. 99-100; 681; SCACCIA, S., O.C., p. 1, q. 7, limito 6, memb. 7, 
nn. 142-143; p. 1, q. 15, nn. 237-238. 
114. Cfr. De iurisdictione ... , d. 115; Cfr. RIOOLPHINUS, P., O.C., p. 1, c. XIII, 
n. 90; ibid., p. lII, c. V, nn. 42; 232-233. Relatio ... , d. 31, n. 36. 
115. Cfr. De iurisdictione, dd. 68, 113; Relatio ... , d. 31, n. 44; cfr. RlOOLPHINUS, 
P., O.C., p. II, C. VIII, nn. 15; 18; 50; 100-101; ibid., p. II, C. XV, n. 50. Sobre la 
petición de 'comisiones ejecutorias': cfr. SCACCIA, S., O.C., p. 1, q. 11, n. 172 
(por error, no figura el número en el margen): en la Curia Romana «stylus esto 
ut litigator, praetendens ex quovis capite habere rem iudicatam, adeat Signa-
turam Iustitiae, eique porrigat supplicem libellum executionis, seu, ut vocamus, 
.commissionem executorialem»; sobre el mismo respecto, cfr. también RIDOLPHI-
NUS, Po, O.C., · p. 1, C. XIII, nn. 76-77. 
116. Cfr. De iurisdictione .. . , d. 113; Relatio .. . , d. 31, n. 49, donde explica el 
Cardenal que en la Curia eran poco frecuentes, pues, si se insinuaba esa posibi-
lidad, habitualmente los jueces implicados se abstenían directamente sin dar 
lugar a incidente procesal alguno. Cfr. RIOOLPHINUS, P., O.C., p. 1, C. VII, n. 123: 
«(Signatura) subrogat aliquando ludices in locum suspectorum, tam in Curia, 
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:sideraban necesarios in casu a alguna de las partes litigantes. Los prin-
,cipales versaban sobre los gastos del litigio y mantenimiento -en el 
·caso de pobreza- y la exención del súbdito con su Obispo durante 
,el litigio mantenido contra éste m. 
Como se ve, conocía todo tipo de cuestiones surgidas con oca-
;sión del proceso, sin entrar -nunca- en el conocimiento del mérito 
,de las causas. 
3.2. Norma procesal y justicia material: cuestiones sobre 
medios y remedios ante actos judiciales firmes 
Con frecuencia la parte vencida en el proceso buscaba el modo 
,de evitar la ejecución de actos judiciales firmes, de prolongar el litigio, 
t() de lograr un nuevo conocimiento de la causa. Cuando era posible, 
tales efectos se procuraban a través de la appellatio. Esta correspondía 
a los jueces y tribunales ordinarios --o privilegiados-; pero en torno 
;a ella surgían con frecuencia cuestiones procesales que competían di-
:rectamente a la Signatura de Justicia. 
3.2.1. La 'appellatio' y el 'ius appellandi' 
La appellatio en sentido estricto podía darse tras sentencia defi-
-nitiva o acto judicial equiparable 118. Sin embargo, el mismo ius appel-
landi -la facultad de interponer la apelación ordinaria, según las nor-
:mas del proceso-, daba lugar con frecuencia a numerosas cuestiones 
tam circa ipsius appellationis substantiam seu genus, quam circa 
,modum 119. 
Los puntos habituales de discusión consistían en: si debía o no 
:aceptarse una apelación y cuándo, o ser rechazada como injusta y 
-frívola (en este caso la cuestión recaía sobre si procedía o no la pro-
'pia appellatio, en sentido estricto: si la causa era o no de por sí ape-
Jable desde el propio derecho procesal). También se discutía sobre la 
. quam extra», Sobre la praxis seguida en este particular en los tribunales de la 
:Rota, de la Cámara, y de la propia Signatura, cfr. ibid., p. I, c. VII, nn. 132; 134. 
117. Cfr. FATINELLI DE FATINELLIS, De referendariorum votantium Signatu-
:rae Iustitiae Collegio, Romae 1696, c. 7, nn. 14-31, cit., por HINSCHIUS, P., Kirchen-
.recht, reimpr. Graz 1959, p. 418, cita 3. Cfr. SANTINI, P., O.c., p. 66. 
118. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 1. 
119. Ibid., n. 1. 
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forma de interponerla, el tiempo hábil, los plazos de prosecución y 
fatales, los efectos de la apelación y el modo de proceder del juez 
ad quem 120. 
Si bien en principio toda sentencia o provisión del juez, por la 
que una parte se sintiera gravada, era apelable, sin embargo se daban 
limitaciones, cuya existencia in casu no se presumía, sino que exigía 
prueba por quien la alegaba 121: 
a) Cuando había prohibición total de apelar ad utrumque effec-
tum: p.e., en los decretos interlocutorios quae concemant ordinatoria 
iudicii l22 de modo que, salvo mandato expreso de la Signatura de 
Justicia 123 -o de la de Gracia, que actuaba más frecuentemente en es-
tos casos 124_, el juez ignoraba esas apelaciones, haciendo proseguir 
su curso al proceso 125. 
b) Cuando se trataba de sentencias provisionales, siempre que 
fueran verdaderamente provisionales 126. 
Sin embargo, aun tratándose de sentencias definitivas, veZ de decre-
to, quod habeat vim deffinitivae 121, ei ius appellandi -en sentido 
procesal formal- podía quedar limitado por la cláusula appellatione 
remota 128 o prohibición de ciertos Magistrados ante las que sólo cabía 
supplicatio a la Signatura de Gracia 129; por haber pasado a cosa juz-
gada 130; por acuerdo de las. partes 131, o por normas de derecho par-
ticular -municipal, por ejemplo- e incluso universal, escritas o con-
suetudinarias 132. 
En cuanto a sus efectos, la propia naturaleza de algunas causas 
120. Cfr. ibid. 
121. Cfr., ibid., n. 2. 
122. ¡bid., n. 4; cfr. S. de iudiciis, nn., 120, 134. 
123. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 4. 
124. Cfr. ibid., n. 3. 
125. Cfr. ibid., nn. 4, 47. 
126. Cfr. ibid., nn. 6, 48. 
127. ¡bid., n. 8. 
128. Esta solía provenir manu Papae, o por la escasa importancia de la causa. 
129. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 8. 
130. Cfr. S. de iudiciis, n. 117. Las causas pasaban a ser res iudicata, bien 
por la obtención de tres sentencias conformes -o dos, donde por peculiares 
statuta alcanzaran vim trium (cfr. De iudiciis, d. 1, n. 14; cfr. S. de iudiciis, 
nn. 120, 134)-; o bien por no interponer a su debido tiempo la apelación (cfr. 
S. de iudiciis, nn. 117, 143); o por abandonar su prosecución (S. de iudiciis, n. 117). 
131. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 46. 
132. Cfr. ibid., nn. 61-64. 
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podía impedir el carácter suspensivo de la apelación, aunque frecuen-
temente las partes pretendían alcanzarlo, y en estas cuestiones la ac-
tuaCión de la Signatura de Justicia era mucho más frecuente 133. 
En general, la apelación debía presentarse, por legítimo procura-
dor ante el mismo juez que sentenció la causa, y debía hacer~e constar 
133. Cfr. ibid., nn. 3, 9; cfr. S. de iudiciis, n. 134~ En principio este efecto 
suspensivo -que impedía la jurisdicción del juez a quo, bajo vicio de aten-
tado- en derecho canónico se daba incluso en causas en que tradicionalmente 
se le negaba en el ámbito del ius saecuZare, como las posesorias (salvo dos 
excepciones: cfr. De iudiciis, d. 37, n. 56). La presunCión -iuris tantum-estaba 
a favor de tal efecto, y el onus probandi recaía, por tanto, sobre quien preten· 
día su limitación. 
En efecto, tanto las sentencias de los juicios ordinarios -los celebrados con 
todas las solemnidades- como las de los sumarios -realizados sin ellas- eran 
recurribles ad utrumque effectum (devolutivo y suspensivo) como norma ge-
neral, salvo el tipo de juicios sumarios llamado ejecutivo, en el que la regla 
general -normalmente, en razón de la materia de que trataban y del perjuicio 
o lesión que pudiese originarse en la demora de la ejecución- era la de no ad-
mitir apelación suspensiva, sino sólo en devolutivo (cfr. De iudiciis, d. 1,' nn. 11, 
14, 15; cfr. ibid., d. 37, n. 49). Cuando estaba prohibida toda apelación, tanto 
en uno como en otro efecto, las causas solían verse en la Signatura de Gracia, 
aunque -según los casos- podían tratarse también en la de Justicia (cfr. ibid., 
d. 37, n. 3); en cambio cuando la prohibición era sólo del efecto suspensivo 
«maiores et frequentiores in Curia sunt quaestiones, et praesertim in Signatura 
lustitiae, super modo signandi commissiones appellationis, vel super modera-
tione inhibitionum». 
Como el acto más propio del tribunal de la Signatura era precisamente trans-
mitir (committere) órdenes y/o competencias a los tribunales y jueces corres-
pondientes, indicándoles en los rescripta cómo debían actuar, la forma en que 
se decidiera redactar el rescriptum -la cláusula por la que se optara- consti-
tuía, por tanto, el principal objeto de litigio entre las partes. En las commissio-
nes appellationum, la Signatura sustancialmente dictaminaba de los siguientes 
modos: 
- Si constaba claramente el pretendido derecho a un nuevo conocimiento 
de la causa, el efecto suspensivo era total y retroactivo (cfr. ReZatio ... , d. 31, 
n. 26; cfr. RIDOLPHINUS, P., O.c., p. l, c. XIII, nn. 35, 334). 
- Si, por el contrario, los motivos alegados parecían frívolos e insuficientes, 
se respondía con el término nihiZ, negando de plano una nueva posibilidad, in-
cluso con efecto sólo devolutivo (cfr. ReZatio ... , d. 31, nn. 27-28; cfr. RIDOLPHINUS, 
P., O.c., p. l, c. XIII, n. 34). 
- Si se estimaba oportuno, podía concederse la apelación pero sólo in devo-
lutivo, de modo que no impidiese la ejecución de la sentencia (cfr. Relatio ... , 
d. 31, n. 29; cfr. RlDOLPHINUS, P., O.c., p. l, c. XIII, n. 40). Podía realizarse de 
dos maneras: 
a) Permanecía la jurisdicción del juez a quo para ejecutar la sentencia o 
decreto, pero sin impedir que siguiese adelante la apelación ante el juez ad quem 
(cfr. ReZatio ... , d. 31, n. 30). 
En estos casos solían utilizarse cláusulas como sine praeiudicio legitimae 
334 JUAN IGNACIO BAÑARES, 
en las mismas actas 134 si bien cabía en ciertos supuestos la apelación 
extrajudicial -por justo impedimento, o temor 136_ o ante el juez de 
apelación 136. 
Pasado el plazo para apelar -o para proseguir la apelación-, ésta 
se tenía por no puesta -como por una renuncia implícita-; la sen-
tencia producía el efecto de cosa juzgada, y el juez aquo -removido 
el impedimento que la apelación le oponía- reasumía su jurisdicción 
y podía demandar la ejecución de la sentencia 13'/. 
Con todo, cabía la prórroga si se demostraba que hubo impedi-
mento por justa causa (enfermedad o edad, pobreza, muerte del Pro-
curador, ausencia o carencia de juez ... ) 136, y en tales casos también 
solía intervenir la Signatura de Justicia 139; aunque si las circunstan-
cias del impedimento eran privadas, y no públicas, .solía pedirse la 
restitutio in integrum 1'0. 
Sobre la integridad de las actas --que, en principio, se presu-
mía 141_ en las causas profanas se solía entender que bastaba, por 
regla general, lo relevante 1>12, mientras que en las causas eclesiásticas 
se exigía todo, aunque -al sentir del Cardenal De Luca- id intelliga-
exequutionis, sine praeiudicio trium conformium, etc, (cfr. ibid.,) y se daban de 
ordinario en causas de naturaleza ejecutiva. 
b) Se ponía la ejecución como condición previa a la prosecución de la ape-
lación, de forma que retenía -invalidand~ la jurisdicción del juez ad quem 
hasta su cumplimiento (cfr. ibid., nn. 29, 31). En estos casos -similares por su 
naturaleza a los anteriores, pero resueltos con mayor severidad para la parte 
que solicitaba la apelación- solía rescribirse con cláusulas que emplean el 
ablativo absoluto: non retardata solutione, parito iudicato, purgatis attentatis, etc. 
Sin embargo, cabía una vía media, que se utilizaba para las cuestiones me-
nos claras, en las que ni se exigía la ejecución ni se declaraba la apelabilidad, 
sino que se remitía al juez ad quem con una fórmula traslativa, dándole -por 
el mismo rescript~facultad para determinar la ejecución o conocer la causa 
en apelación. En esos casos se solía hacer de nuevo ex integro, entrando en el 
mérito de la causa. Las cláusulas solían ser: si quid exéquendum, constito de 
tribus, constito quod sit locus Statuto de duobus, etc. Existían también algunas 
otras variantes, de menor relieve (cfr. ibid., nn. 31-32). 
134. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 10. 
135. Cfr. ibid., n. 10. 
136. Cfr. ibid., n. 11. 
137. Cfr. ibid., n. 26. 
138. Cfr. ibid., nn. 29-31. 
139. Cfr. ibid., n. 25; cfr. S. de iudiciis, n. 141. 
140. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 33. 
141. Cfr. ibid., n. 45 (por error, pone 43). 
142. Cfr, ibid., n. 36. 
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tur in negotio principali 143, para evitar innecesarias demoras y litigios 
continuos. 
Respecto a sus atribuciones, el juez de apelación podía revisar. 
confirmar o «infirmar» la sentencia, revisarla o incluso -si, p.e., el 
fallo fue justo en sustancia. pero adolecía de algún vicio- reparar los 
errores y fallar igual. Es decir, en causas ordinarias y apelables, hacía 
las veces del juez de la instancia anterior 144. 
3.2.2. La 'appellabilitas' y el 'ius appellandi' 
En definitiva la cuestión estaba en que se entendía que la dene-
gación -absoluta, o relativa- del ius appellandi o del carácter sus-
pensivo de la apelación «ea subintrat conditio validitatis, ac iustitiae 
iudicati, ideoque, vel ex regula, ut frívola, et iniusta, non autem iusta 
appelZatio sublata censeatur, veZ ex cumulo aliorum superius actorum 
remediorum, nullitatis ac restitutionis in integrum, pro Curia stylo in 
utriusque Gratiae, et Iustitiae Signaturae Tribunalibus, quibus incum-
bit appellationis, aliorumque remediorum causas committere» 145. Es 
decir, que cuando la denegación se consideraba injusta, este mismo 
título de injusticia podía hacerse valer para solicitar el reconocimiento 
del ius appellandi vel appellatione prosequendi, o de un determinado 
efecto, etc., por lo que la parte se sentía lesionada: la injusticia ver-
saba aquí sobre esta facultad típicamente procesal 146. Era ésta una 
cuestión típica de la Signatura de Justicia. 
143. [bid., n. 35. 
144. «Cum hoc respectu ipse in sua instantia faciat partes, vel figuram, 
quas in sua facit primus (iudex), et sic respective in eo qui sit tertius». Sin em-
bargo esta norma de proceder correspondía a la apelación ordinaria, «secus 
autem ubi de causa, summaria, et exequutiva, in qua Signatura visum fuerit 
respondere de clausula translativa (v.g., si quid exequendum, constito de tri-
bus) (oo.) cum tunc in ista parte verificationis clausulae, procedendum non sit 
cum eodem processu, quam Iudex primae instantiae servavit (.oo) cum in hac 
parte, munus, vel figuram exequutoris, iuris, gerere videtur, ideoque summaria 
cognitio sufficit» (ibid., n. 68). 
145. S. de iudiciis, n. 135 (el subrayado es nuestro). Cfr. infra, 148. 
146. Según De Luca, el mayor número de controversias vistas en la Signa-
tura de Justicia recaía precisamente «in illis commissionibus appellationis, vel 
restitutionis in integrum, quae porrigantur in causis, in quibus regulariter non 
intret appellatio, saltem ad effectum suspensivum» (Relatiooo., d. 31, n. 24) 
-pues las cuestiones sobre causas apelables no eran llevadas al Pleno-. La 
Signatura conocía los actos judiciales en relación con el ius appellandi, pues 
«ubi etenim ratione iniustitiae clarae, vel nullitatis credit Signatura quod appel-
latiD simpliciterintret, ideoque ita simpliciter rescribit». En tales casos «nota-
bilis resultat effectus appellato praeiudicialis, non solum quia suspenditur futura 
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Desde este punto de vista se entiende que pueda considerarse la 
nulidad o la restitutio in integrum como la única puerta o camino que 
conduce -en ciertos casos- a determinados efectos propios de la 
apelación 147: 'lograr una nueva vista cuarido 'las nor~as procesales lo 
impedían, siempre que se considerase jll;sto ex canonica aequ:itate 148 .• 
exequutio, quae ab eo desideratur, sed etiam quia retractanda est tanquam 
attentata illa exequutio, quae facta sit, cum ista rescripti species habeat oculos 
retro seu vim retroactivam, dum ita declaratur, causa de sui natura appellabilis» 
(Relatio, .. , d. 31, n. 26; el subrayado es nuestro; cfr. también De iudiciis, d. 37, 
n. 66). La mutua relación e influencia · entre la norma procesal y la justicia 
material -por cualquier gravamen- se acercaba así a los . supuestos de la 
querela nullitatis y de la restitutio in integrum. El presupuesto común era la 
pretendida inapelabilidad en sentido formal -lesión del ius appellCmdi- o en 
sentido amplio, como veremos, y la injusticia. 
147. Pero el motivo, en estos casos, no procedía de un simple reconocimiento 
de que la causa fuese apelable por su propia naturaleza 'procesal' -in recto-
sino de que de tal manera la substantia causae atentaba contra la justicia ma-
terial, que se consideraba que las normas procesales que impedían su nueva vista 
no podían obstar, y se las tenía por no puestas; de este modo, se reconocía 
la appellabilitas de la causa desde el fundamento de la protección de la justicia 
material -a la que se entendía debía servir la protección formal de las normas 
procesales-o (Por otro lado, también SCACCIA, p.e., habla del término appellatio 
como genus quoddam aequivocum, susceptible de ser tomado en sentido amplio 
o estricto; O.C., p. 11, q. 19, remo 1, concl. 2, n. 12). 
148. Cfr. De iudiciis, d. 37, n. 28. Ya hemos señalado cómo se concedía 
apelación incluso suspensiva -aun en los casos en que no cabía-, cuando 
existía nulidad o injusticia. De Luca añade el motivo: que la sentencia nula o 
injusta no merece la ejecución, aunque se trate de res iudicata, o de tres con-
formes, porque siempre id intelligatur, cum praesupposito validitatis, véZ iusti-
tiae (De iudiciis, d. 37, n. 66) y tales sentencias, en cambio, neque sententiarum 
nomen mereantur (ReZatio ... , d. 31, n. 25). Hay que observar que tales textos se 
contienen en apartados correspondientes a las commissiones appellationum, en 
principio referidas al reconocimiento y uso del ius appellandi -y no a la res ti-
tutio ni a la quérela nullitatis-. ¿Se confundían los términos? GORDON señala 
que la apelación judicial durante mucho tiempo no se distinguió suficientemente 
de los otros dos remedios, y sitúa el motivo en la injusticia, común a los tres 
(cfr. Periodica (1980), cit., pp. 364-366). 
En nuestra opinión, la confusión podía no ser tanto del concepto en sí cuan-
to del uso de las diversas acepciones, de la falta de rigor in dicendo, del hecho 
de la primacía de la praxis procesal sobre la doctrina, y de la flexibilidad en el 
uso de la norma procesal; así como de la praxis, frecuente, de acumular los 
remedios. 
En el texto a que nos hemos referido (De iudiciis, d. 37, n. 66), no parece 
que pueda decirse que se confunde la appellatio con la restitutio in integrum, 
pues todo ese discursus -el 37- está referido a la primera, y precisamente el 
siguiente -el 38- versa sobre la segunda. 
Tal vez se tratase, sin más, de hacer notar que cualquier gravamen del ius 
appellandi debía ser corregido; de subrayar el carácter de 'medio' de las nor-
mas procesales, establecidas para proteger la justicia; y, en este sentido, de 
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Así pues, además de las surgidas en torno al reconocimiento del 
ius appellandi -en sentido procesal formal- o al de los efectos pro-
pios de cada tipo de apelación, se daban también cuestiones en torno 
a las causas de por sí inapelables. Se trataba aquí de lograr un efecto 
común con el propio de la apelación: la nueva vista de la causa; pero 
el motivo que se aducía -cerradas las puertas a tal apelación- se ba-
saba en la lesión de la justicia en sentido material. De hecho, lo que 
se pedía era un nuevo discernimiento sobre el mérito de la causa, fun-
dado sin embargo en motivos de especial relevancia: donde se había 
agotado el ius appellandi, se pretendía sin embargo que, por tales mo-
tivos, fuese declarada la appellabilitas de la causa. También en este 
caso la petición se dirigía a la Signatura de Justicia. 
La appellabilitas, por tanto, según nuestro entender, no se refería 
directamente al reconocimiento del ius appellandi, sino que, atendien-
do a la justicia in casu, permitía ese nuevo conocimiento de la causa 
que era el objetivo directamente pretendido por la parte que se con-
sideraba gravada. De este modo, se usaba a veces en sentido genérico 
la palabra appellatio o appellans 149 para designar esa petición o a la 
parte que la realizaba. 
traer a colación esa vera et recepta iuris propositio de que la cosa juzgada 
lo es sólo con el presupuesto de su validez y justicia (cfr. ibid.). Recordar ese 
principio sería, en este caso, aducir un motivo más para proteger el ius appellan-
di: si ni tres sentencias conformes pueden convertir lo injusto en justo y cerrar 
el paso a una nueva proposición de la causa, a · fortiori puede reconocerse el 
ius appellandi injustamente lesionado o denegado. 
149. Cfr. De iudiciis, d. 37, DD. 22,28. El mismo De Luca reconoce, por otra 
parte, que incluso in hac materiarei iudicatae, Curia nimium benigne procedit, 
atque semper audit appellantem (ibid., n. 22), de forma que a veces se produ-
dan abusos ex humana malitiae inevitabili conditione (ibid., n. 28): aquí señala 
expresamente el Auditor del Papa que se refiere a la restitutio in integrum. 
En las cuestiones de términos, es importante diferenciar las diversas acep-
ciones empleadas, y especialmente el sentido amplio y estricto con que suele 
usarse cada uno (como género, o como especie) y que da lugar a múltiples 
equiparaciones parciales. GORDON ha señalado bien la dificultad de fijar propia-
mente el término commissio, definiéndolo como «quaedam supplicatio, cuius 
praesuppositum erat aliqua causa iudicialis, saltem quodammodo inchoata, 
obiectum autem aliqua gratia obtinenda, quae curo praefata causa conexionem 
habebat» (Cfr. Periodica (1980), cit., p. 356), que podía recibir también los nom-
bres de supplicatio, causa, rescriptum (por el acto que realizaba el tribunal), 
distributio (por el reparto que realizaba el Regente de la Cancillería enviándolo, 
en su caso, a los jueces de la Curia Romana), Breve (por el modo en que se 
enviaban a los jueces de otros lugares), o delegatio (porque implicaba la dele-
gación necesaria para conocer la causa que se remitía) (cfr. ibid., pp. 357·358). 
,Con acierto afirma que la supplicatio era el género,' más adecuado -pensamos-
.a las peticiones dirigidas a la Signatura de Gracia, que a las que solicitaban la 
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Desde esta óptica, parece que puede hablarse de un sentido 
estricto de appellatio, referido a la apelación como tal y a las cuestio-
nes procesales derivadas del ius appellandi -como facultad subjetiva 
procesal formalizada-; y de un sentido amplio, que abarcaría todos 
los demás supuestos en que, a pesar de la negativa de las normas pro-
cesales, sin embargo se pedía el reconocimiento de la appellabilitas de 
la causa por razón de justicia y/o equidad. 
Con todo, al menos en el plano teórico, las vías que podían con-
ducir a esos nuevos pronunciamientos judiciales estaban contempla-
das y -en mayor o menor proporción- tasadas en el mismo derecho. 
La primera vía -de carácter ordinario- era la querela nullitatis. 
intervención de la Justicia (en cuanto que ésta actuaba prout de iure). En tal 
sentido afirma DE ROSA -autor de la época (1697)-, que entre supplicatio y 
commissio no hay más diferencia que la que existe entre el género y la especie, 
y añade: «proprie tamen, et stricte loquendo, supplicatio continet Gratiam, com-
missio vero iustitiam» (DE ROSA, TH., o.c., pars. 11, cap. 1, nn. 9-10). 
En general, el juego de los términos en sentido amplio y en sentido estricto 
era frecuente en la época, y no facilita su estudio. ASÍ, p.e., SCACCIA identifica 
supplicens libellum con commissio (cfr. o.c., p. 1, q. 11, n. 172 -por error, no 
figura el número en el margen-); afirma que la restitutio in integrum de ca-
rácter gracioso es una especie de la supplicatio (cfr. ibid., p. 1I, q. 19, remo 2, 
n. 131) y también lo afirma en sentido inverso (cfr. ibid., p. 1I, q. 19. remo 3, 
n. 27); expone que la supplicatio in genere es equiparable a la querela (si bien 
la primera se funda en un error facti del juez y sólo se conoce por las 
actas, y la segunda se funda en un error de las partes vel circumventio adversarii 
y se conocen también los datos ex noviter repertis -cfr. ibid., p. 1I, q. 19, remo 3, 
nn. 30-34- et ex novis productionibus); también in genere la equipara a la 
revisio, por la que una Curia suprema ve la causa ya juzgada por otra Curia 
suprema (pero ésta -indica- retarda la ejecución y no está en uso en la Curia 
Romana excepto el recurso ante el Cardo Vicario y el Gobernador -cfr. ibid.-). 
Por su parte RIDOLPHINUS señala como acepciones posibles del término recurso 
la introducción de la causa ante el juez de primera instancia, o ante el de la 
segunda instancia, en grado de apelación (cfr. O.C., p. III, C. V, n. 406); luego 
delimita el concepto que él usa «ab inferiori ad superiorem iudicem celere re-
fugium» (ibid., n. 408) y señala que, en sentido propio, recursus seu supplicatio 
(datur) in casu inappellabili, distinguiéndolo así de la appellatio en sentido es· 
tricto (cfr. ibid., nn. 409-410), y equiparándolo, en sentido amplio, a la supplicatio 
y a la querela. En cuanto al término causa -que es también equiparado al de 
commissio y rescriptum (cfr. O.C., passim, p.e. p. 1, c. XIII, n. 25: «singulae 
causae a suo ponente proponuntur, et a votantibus decidentur, et secundum hanc 
decisionem Emin. Cardinalis Praefectus Signaturae rescribit et signat commis· 
siones signandas, non signandis reiectis»)- se entiende en sentido estricto «lo 
que se propone en juicio» -causa dum proponitur ( ... ) iudicium dum discutitur 
(o.c., p. 1I, c. 1, n. 3) o bien se describe el juicio como discussio causae (o.c., 
p. 1I, c. 1, n. 6); cfr. también p. III, c. 1, n. 2-. En sentido amplio se equipara 
a la propia controversia judicial (cfr. O.C., p. III, c. 1, n. 3) de modo que puede 
llamarse causa judicial ordinaria al juicio ordinario (cfr. ibid. c. 1, n. 5). 
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Podía plantearse en causas inapelables, y los motivos -para evitar 
abusos provenientes de los subterfugios de los abogados- estaban 
reducidos a tres, como veremos más adelante. Aquí sólo nos interesa 
señalar que se trata de supuestos en que efectivamente se había violado 
la norma procesal, pero se reconocía la insanabilidad de la nulidad 
precisamente porque esas normas procesales concretas no podían vio-
larse sin lesionar gravemente la justicia. Se trataba, pensamos, de una 
valoración especial -in obliquo- de ciertas normas procesales preci-
samente por su conexión con esa justicia material, que era la que se 
pretendía in recto, y la que otorgaba fundamento a un efecto tan re-
levante. 
La segunda vía consistía en el remedio extraordinario de la res ti-
tutio in integrum -y equivalentes- cuya fundamentación estaba rela-
cionada, como veremos, con una lesión grave de la justicia material 
in casu: la cuestión principal será proteger a la vez la firmeza de la 
res iudicata. 
3.2.3. La ((restitutio in integrum» 
Cuando, por cualquier causa, no cabía el remedio ordinario de 
la apelación, aún existían otros dos: uno, la nulidad, era también un 
remedio ordinario; otro, la restitutioin integrum, era extraordinario 100. 
De modo que este último no debía usarse cuando podía utilizarse el 
primero, que era ordinario . 
. Explica De Luca la ' utilidad de este remedio, pues en ciertos tri-
bunales civiles en casos similares sólo cabía la supplicatio o la nulidad, 
lo que conlleva muchas trampas y falsedades -aunque había multas 
cuando no se concedía lo solicitado; a menudo, a pesar de ello, com-
pensaba la demora obtenida- de manera que se lesionaba la justicia 151 
En cambio, la Signatura de Justicia -o, en su caso, la de Gracia-
podía, cuando era oportuno, resolver la cuestión de modo sumario 152. 
En efecto, la restitutio in integrum podía utilizarse pro impediendo 
exequutione, veZ effectu rei iudicatae, veZ trium conformium 153: 
a) Cuando se trataba de impedir la ejecución de una sentencia, 
se solía aceptar la commissio sobre concesión o denegación de lo soli-
citado, y se decidía a través de discusiones sumarias, y más bien ex-
150. Cfr. De iudiciis, d. 38, n. 1; cfr. SCACCIA, S., O.c., p. n, q. 19, remo 2. n. 1, 
151. Cfr. De iudiciis, d. 38, n. 7. 
152. Cfr. ibid., n. 7. 
153. ¡bid., n. 8. 
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trajudiciales en una u otra Signatura 154, de manera que en causas que 
de otro modo serían ejecutivas, se detuviese la acción del juez a quo 155. 
En estos casos, formiter disputatur in forma contradictoria, a propó-
sito de la firma o no de tales commissiones; de estas cuestiones la Sig-
natura gustaba especialmente 156. 
En los casos de por sí apelables, las commissiones eran firmadas 
sub banca -sin citar a las partes, sin forma contradictoria y por el 
solo Prefecto- si bien etiam pro communi formulario, se acumulaban, 
junto a la apelación, los remedios de la nulidad y de la restitutio in 
integrum, de modo que si una de las partes oponía al apelante la exis-
tencia de cosa juzgada, en la Signatura se discutía si constaba o no 
de ésta, y si debía concederse o no la restitutio, recibiéndola así de mo-
do incidental 157. 
b) Cuando, por el contrario, se trataba de una cosa juzgada cuya 
ejecución ya había sido demandada, entraba en consideración la cua-
lificación de la injusticia. Según una praxis recibida en la Curia Ro-
mana, si la injusticia era tan cierta y clara que mereciera el nombre 
de notoria, se usaba más bien un remedio extraordinario y sumarísimo 
posesorio quoniam iniustitia notoria, nullitati aequiparatur, eiusque 
speciem redolet 156; si se trataba de una injusticia ordinaria, entonces 
solía acudirse más propiamente a la restitutio in integrum. 
Por otro lado, esta praxis de conceder la restitutio in integrum 
por «injusticia ordinaria» -de hecho, a veces bastaba la considera-
ción de la probabilidad de un fallo diferente al dictado por el tribunal 
correspondiente, y lógicamente este factor variaba según la doctrina 
154. Cfr. ibid., n. 8; sobre el impedimento de la ejecución de la res iudicata, 
cfr. SCACCIA, S., a.c., p. n, q. 19, remo 2, nn. 64-131 (especialmente nn. 81; 115-116). 
155. Cfr. De ludiciis, d. 38, n. 8. 
156. [bid., n. 8. 
157. [bid., n. 8; cfr. ibid., nn. 15, 17-18, p.e., en los casos en que se disputaba 
sobre si había comenzado o no la ejecución, etc., pues con frecuencia el ven-
cedor pretendía mostrar la fuerza de la res iudicata o de las tres conformes para 
que se rescribiera, en todo caso, con la cláusula preservativa de ejecución; como 
el vencido, lógicamente, se oponía, se remitía la causa al Pleno, donde «forma-
lis contradictoria disputatio assumatur super modo rescribendÍ» (n. 18), de ma-
nera que «ad hunc effectum (suspensivum) in isto Tribunali disputari solet de 
iustitia, et de meritis negotii principalis, summarie, ac in forma extraiudiciali, 
perinde ac si coram iudice, quamvis non iudicet, pro gustu scilicet iustitiae 
vel iniustitiae, quae praetenditur, ad effectum regulandi formam rescribendi quae 
ab hoc pendet» (n. 18). Sobre la acumulación, cfr. SCACCIA, S., a.c., .p. n, q. 19, 
remo 2, n. 40; el mismo autor se refiere también a la restitutio in integrum ad 
appellandum (o. c., p. n, q. 19, remo 2, nn. 79-80). 
158. Cfr. De iudiciis, d. 38, nn. 9-10; cfr. nota 178 y ss. 
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de los miembros del tribunal en cada momento- le parecía al Car-
denal De Luca claramente reprobable, especialmente en el caso de tres 
conformes, pues dejaba inseguro todo el sistema de garantía de jus-
ticia y -bajo capa de equidad- quedaba más bien al arbitrio del pru-
rito profesional del tribunal. En esos casos, donde se enfrenta la se-
guridad y certeza de la protección debida por el sistema judicial, con 
la posibilidad de lesión o gravamen injusto para una de las partes, 
De Luca defiende que sólo debía concederse cuando se dieran las si-
guientes circunstancias: que se hubieran descubierto nuevos instru-
mentos o derechos que variaran faciem causae, o bien que se hubiesen 
descubierto nuevos motivos facti veZ iuris que constara no haber sido 
anteriormente aducidos ni discutidos 159. 
Por tanto nunca podía concederse -en su opinión- cuando se 
tratase de cuestiones ya conocidas y discutidas 160, pues de lo contra-
rio se perdería la fuerza propia de la triple conformidad 16\ como ocu-
159. Cfr. De iudiciis, d. 38, n. 19. Añade De Luca: «Vel quod sint tres con-
formes latae in contumaciam; Aut cum tali Procuratore, quem constet, quod non 
bene eius partes expleverit, iuxta frequentem contingentiam, cumsimilibus cir-
cumstantiis, ex quibus resultat quaedam probabilis aequitas, cui iste stylus inni-
titur» (ibid.) (El subrayado es nuestro). 
160. En esos casos «quamvis talia essent (los motivos que pudieran alegarse), 
ut causam ita dubiam reddent, quod forse si res esset integra, probabilius pro 
ista potius quam pro altera parte iudicandum esset, non tamen id sufficiens 
reputari debet pro huiusmodi concessione restitutionis in integrum» (ibid., n. 19). 
161. «Siquidem in hoc proprie consistit effectus, vel operatio trium confor-
mium, quod ad unionem tot iudiciorum in idem, ita in casu ambiguo quaedam 
statuitur veritas, nisi de magna huiusmodi iudiciorum irrationabilitate constet; 
Et consequenter, nt non solum rescribi debeat de clausula praeservativa exe-
quutionis, denegando effectum suspensivum, sed etiam, ut cum omnimoda de-
negatione, nihil rescribendum sit, ut pluries obtinui» (ibid., n. 19). Señala SCACCIA, 
que se da notoria injusticia p.e., «quando laesio esset evidens ex actis» (o.c., 
p. I1, q. 19, remo 2, n. 106. Sobre el proceso, en general, de la obtención de la 
restitutio in integrum por parte de la Signatura, cfr. ibid., nn. 69-71). Como 
causas -en general-, que pueden dar motivo a la restitutio in integrum, 
RlDOLPHINUS recoge, p.e., la minoría de edad -y situaciones equivalentes (cfr. 
O.C., p. 1, C. XIII, n. 443)- la pobreza, la ausencia, la ignorancia, el bonum ius 
in negocio principali, la injusticia de la sentencia etiam si non sit notoria, la 
nulidad -pues nulla est maior iniustitia qua m nullitas-, la laesio enormis -o 
enormissima, si es contra transactionem-, y cualquier causa comprendida bajo 
la fórmula general si qua mihi iusta causa esse videbitur (cfr. ibid., nn. 444-457). 
Para lograrla después de los cuatro años establecidos, estimaba necesario: justo 
impedimento, o causa justa y razonable (cfr. ibid., n. 464), la injusticia notoria 
ex eisdem actis, la laesio enormissima, la cláusula general ob iustam causam, 
y el hecho de que constase de bono iure a juicio del Príncipe, o de los tribunales 
de la Curia (cfr. ibid. nn. 465-472). 
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rría con esos abusos introducidos en la praxis curial de modo no jus-
tificado 162. 
Más benigno se mostraba el Cardenal cuando se trataba simple-
mente de una apelación no interpuesta o no proseguida a tiempo --con 
justa causa- pues en tal caso venía a ser una concesión de algo «or-
162. "Clarus error videtur, generaliter ac indefinite attendere propositionem 
supra insinuatam, quod scilicet, ad effectum restitutionis in integrum, m~c~s­
saria non sit iniustitia clara, et notoria, sed quod sufficiat simplex et ordinaría, 
quoniam id recte procedit in primo casu simplicis rei iudicatae, quae resultat a 
neglecta appellatione, vel eius prosequutione; Sive ubi de illa re iudicata, quae 
resultet a rescripto Principis, vel a conventione partium adimente facultatem 
appellandi, non autem in alio casu trium conformium» (De iudiciis, d. 38, n. 20). 
Es de particular interés también, a este respecto, el texto -quizá poco conóci-
do- de la observatio 288 de otra de las obras del cardenal, el Conflictus legis 
et rationis (cit.) que versa De restitutione in integrum adversus rem iudicatam, 
veZ tres conformes, de faciZi ex capite ordinaria, non autem notoriae iniustitiae, 
concédenda, y expone lo siguiente: «Inter Pragmaticorum irrationabilitates, ac 
errores non infimum occupat locum iste, ut postquam unica sententia, ob' non 
interpositam vel non prosequutam appellationem, rei iudicatae statum, ac na-
turam assumpsit, fortius vero ubi accedunt conformes, adversus quae lex ulte-
rioris appellationis denegat beneficium, eo statuto, ut rerum status irretracta-
bilis ita firmetur ( ... ) et merito ne dominia et iura perpetuo in incerto sint, 
perpetuamque litis durationem habeant, modernorum praesertim subtilitas. ve) 
superstitio quoddam introduxit remedium, vel beneficium, antiquis legibus qui-
dem non ignotum, male autem intellectum, seu derivatum, quod restitutionis 
in integrum dicitur, maioribusque quoque, ratione magnae laesiorie conceden-
dum, hanc laesionem deducendo ab iniustitia, super cuius qualitate, irrationa-
bilitas ac error dignoscuntur, ut etiam illa simplex, et ordinaria de qua in am· 
biguo ubi de appellationis ordinario remedio agitur, quaeri, ac disputari solet, 
quasi quod magna, et notoria iniustitia pro effectu nullitatis, non autem ista 
restitutionis in integrum requisita sit. 
Verum ut praemissum est, magnam, etiam primae classis irrationabilitatem, 
ac errorem id redolet, cum ita inanes, atque irrisione potius dignae remaneant 
tot utriusque civilis, et canonici iuris provisiones, ac dispositiones super appella-
tionis interpositione, ac prosequutione, cum competentium terminorum praefi-
nitione, ac tot tantisque virtutibus, et operationibus, quae tribus tribuuntur con-
formibus, si cum hoc extraordinario remedio sequeretur idem, quod ex ordi-
nariodenegatur, cum ita verbis, non autem rebus, lex imponi diceretur, sem-
perque incertus remaneret rerum status, perpetuamque haberent vitam, lites, 
quo nil absurdius, nilve irrationabilius, iste namque rei iudicatae, veZ trium con-
formium effectus est, ut quod erat dubium, et incertum, pro ingeniorum varie-
tate, uni, vel alteri eventui subiectum, in certum, ac firmum efficiatur, atque 
statum firmet» (El subrayado es nuestro). Pensamos que aquí se matiza adecua-
damente la opinión -inexacta- de que la injusticia ordinaria era cualquier injus-
ticia en cualquier caso: al menos se matiza en el pensamiento del Cardo De Luca; 
otra cosa serían los abusos de hecho. Así queda claro, en la doctrina de este 
autor, la diferencia entre la appellatio y la restitutio in integrum. 
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dinario» 163. En uno u otro supuesto, las causas eran luego remitidas 
por la Signatura a los tribunales pertinentes. 
3.2.4. La «querela nullitatis» 
Se admitía también, en la Curia, en razón de los tres defectos sus-
tanciales de jurisdicción, citación o mandato 164. Si bien, evitando los 
rigores formales, cabía entenderlos con cierta amplitud, siempre que 
afectara seriamente a alguno de esos tres capítulos 165. Aunque no exis-
tían reglas generales, sí cabe extraer algunos ejemplos aclaratorios. 
a) Respecto al defecto de jurisdicción, debía verse si existía o no 
incompetencia, y de qué tipo, si había expirado la jurisdicción o ,no 
se habían cumplido los requisitos con que fue otorgada, etc. l66• 
b) En cuanto al defecto de mandato, era necesario comprobar 
su legitimidad y constitución ~67. 
c) Sobre la citación, debía verificarse no sólo su existencia, sino 
también la suficiencia de su legitimidad 168. 
Los efectos de la declaración de nulidad dependían del género de 
la causa. Si ésta era indivisible, toda ella quedaba viciada; pero si era 
163. Cfr. De iudiciis, d. 38, nn. 11, 12 Y 19; cfr. supra (162). Por su objetivo 
y finalidad, parece acercarse más al 'ius appellandi' en sentido formal: matiza 
el rigor de la forma aplicándolo ad casum; como si recondujera el caso extraor-
dinario a la norma ordinaria. 
164. Cfr. De iudiciis, d. 38, n. 22. «Per Apostólicas Constitutiones, super Tri-
bunalium reformatione editas (nimium quidem commendabiliter), resecatae sunt, 
illae scrupulosae nullitates, quae ex legum subtilitate, vel rigorosis practicorum 
superstitionibus, ac formalitatibus proveniunt; Ideoque in Curia non attendun-
tur, nisi tres resultantes a tribus defectibus substantialibus, nempe, iurisdictio-
nis, citationis et mandati». 
165. «Non tamen opus est, ut ciare, ac directe, iste defectus verificetur, 
quoniam ubi etiam a, paritate rationis, vel per illationem, ab eorum aliquo 
desumi valeat, quod nullitas sit substantialis, ac notabilis ( ... ) adhuc at1endi de-
bent» (ibid., n. 22). Cfr. RIDOLPHINUS, P., O.c., p. I, c. XIII, nn. 350-351. 
166. Cfr. De iudiciis, d. 38, n. 23. 
167. «Quoad ( ... ) defectum mandati: Pendet pariter ex facto, an ille procu-
rator, cum quo iudiciuminitum est, sit verus, vel sufficienter praesumptus, aut 
e converso falsus vel revocatus, et an revocatio fieri potuerit, nec ne; vel male 
constitutus, vel an mandati leges servavit, cum similibus» (ibid., n. 23). 
168. «Quoad ( ... ) defectus citationis, non solum pendet a facto, an illa adsit, 
nec ne, sed etiam a iure an ea, quae existat, sit legitima, et talis ut sufficiat» 
(ibid., n. 23). 
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divisible, podía declararse nula sólo la parte o partes de la sentencia 
implicadas por el defecto en cuestión 169. 
Con todo, en la Curia se evitaba, de un lado, la escrupulosidad 
de las cuestiones formales que pudieran convertirse en fuente de injus-
ticias reales -p.e., por las demoras provocadas-, especialmente en 
las causas provenientes ex partibus, que a menudo erraban en la forma 
de modo que en la Curia corría el dicho processus de partibus, ergo 
nullus 170. 
De otro lado, en el tiempo que estamos estudiando, la querela 
nullitatis era poco usada en los tribunales de la Curia. 
Ello se debía, en parte, a que era corriente que se acumularan los 
tres remedios 171. Y cuando no podía darse la apelación, se recurría 
más bien a la restitutio in integrum; a la nulidad, potius incidenter 172. 
Cuenta el Cardenal De Luca que en su extensa experiencia forense, ha-
bía disputado en la Rota, miles de veces, «super consueto dubio, an 
constet de re iudicata, vel potius de causis restitutionis in integrum», 
pero -añade- nunca he disputado, ni he visto disputar, principaliter 
sobre el dubium de si constaba o no la nulidad 173. Aunque si la parte 
lo solicitaba, se le concedía el dubium -antes en uso, ahora infre-
cuente- sobre si la sentencia era confirmanda, vel infirmanda, pidien-
do así su anulación ex capite nullitatis 174. 
Los motivos de ese receso de la querela nullitatis eran claros, pues 
si la sentencia no era ejecutiva, y el vencedor pedía su ejecución, se 
objetaba la nulidad y la injusticia, y se trataban disputando sobre el 
dubium genérico acerca de la concesión o no de la ejecución 175. Y si 
era ejecutiva, y el vencido pedía lo que perdió por ella, se solía recu-
rrir al «extraordinarium, magisque summarium, ac privilegiatum re-
medium possessorium manutentionis, quod ( ... ) competit etiam adver-
169. «Quinimo saepius contigit, ut unus ex his defectibus, qui vigeat respecto 
unius, influat in totam causam, atque producat nullitatem, etiam " respectu con-
sortis, cum quo talis defectus non vigeat ( ... ) Idque pendet a natura, sive a 
qualitate causae vel sententiae, an ita connexa, vel individua sit, ut vitium in 
parte, influat in totum, ideoque utile per inutile vitietur, vel potius dividuitas 
contrarium suadeat» (ibid., n. 25). 
170. Cfr. ibid., d. 37, n. 25. 
171. ... «Quamvis enim in commissionibus, pro stylo, seu formulario omnia 
remedia complicentur; Appellationis scilicet Nullitatis et Restitutionis in inte-
grum» (ibid., d. 38, n. 5). ' 
172. Cfr. ibid., n.5. 
173. Cfr. ibid., n.5. 
174. ¡bid., n.5. 
175. Cfr. ibid., n.5. 
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sus factum Iudicis, nullum vel notorie iniustum; ac propterea ita inci-
denter ad effectum huius remedii agitur de nullitate» 116. Pues si se 
concedía la nulidad en sentido estricto, «super eius canonizatione opor-
teret formiter pronunciare, atque ab ista pronunciatione daretur appel-
latio suspensiva, ideoque opus esse expectare tres conformes» 111. 
Este remedio extraordinario, recientemente introducido en la Cu-
ria Romana, recibido del derecho civil, por entonces era obtenible con 
excesiva facilidad 1'18, aunque en rigor sólo debiera concederse -de ahí 
su carácter de sumario- en casos de clara evidencia 1'18. Estos privi-
legios eran también concedidos por la Signatura de Justicia 180 si bien 
De Luca estaba contra la diferenciación arbitraria de los efectos de esos 
decretos 181, que podían prestarse a injusticias 182, Y parece que más bien 
176. [bid. n. 6. 
177. [bid., n. 6. 
178. Cfr. ibid., d. 44, nn. 3 y 4 especialmente. En efecto, la Curia había acep-
tado con facilidad que el «(remedium) possessorium retinendae, quod manuten-
tionis dicitur, quando summarium sit, non autem plenarium, non admittat 
appellationem suspensivam, sed sit exequutivum, etiam in foroecclesiastico, 
ipsaque dispositione iuris canonici quoque attenta» (n. 4). De ahí que, en ma-
teria posesoria, se tendiese a dejar de usar los «remedia adipiscendae, vel rein-
tegrandi possessionis», que eran apelables, y se recurriese a éste «utpote exe-
quutivum, ac privilegiatum, in forma summaria, non autem plenaria; Potissime 
vera quía ( ... ) eadem Curia moderna, fimbrias nimium dilatavit in concedendo 
de facili istud remedium, etiam iís, qui facto Iudicis fuerint eorum possessione 
spoliati, quando illud, nullum, vel notorie iniustum sit, ratione solius possessio-
nis civilis animo retentae, quae ad se attrahat naturalem» (n. 4). 
179. Cfr. ibid., n. 83 (por error, pone 84): «Attamen id procedit -este reme-
dio extraordinario-, quatenus nullitas esset omnino clara; ve! iniustitia adeo 
notoria, et evidens, quod nullo possit velamine offuscari, unde propterea nullam 
exigeret causae cognitionem, sed nullitati aequiparetur, dum pro iniustitia ordi-
naria, et disputabili, proditum est alterum remedium ordinarium appellationis, 
in cuius gradu intrat rescissio, vel retractatio, non autem istud remedium ex-
traordinarium». (El subrayado es nuestro). Además, estaba restringido por su 
causa: actum iudicis. 
180. Cfr. ibid., n. 92 (por error, pone 29). 
181. Cfr. ibid., n. 84. De Luca protesta ante las diferencias entre este reme-
dio y los demás que podían darse en las causas posesorias, «Incongruum enim 
prorsus est, ut istud iudicium dici debeat ita summariissimum ac privilegiatum, 
ex ea nuda formalitate, quod concedatur per decretum interloquutorium, secus 
autem si obtineatur per sententiam diffinitivam, quasi quod, ( ... ) eadem immu-
tatio substantiae, vel naturae, proveniat anuda formalitate verbi quod per 
Causidicum adhibitum sit, quod scilicet si adhibeat verbum manutentionis, di-
catur iudicium exequutivum, ac privilegiatum; si vera adhibeat alterum rein-
tegrationis, dicendum veniat ordinarium, et appellabile, terminandum per tres 
conformes». 
182. Cfr. ibid., n. 95, donde aboga por atender a la sustancia de las causas 
y no a «rigores formales», y tratar de los tres remedios con criterios unifor-
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se inclinaba por el principio general de no admitirlos en sede canó-
nica 183. 
En todo caso, aparte de este remedio de introducción reciente, 
interesa más -desde el punto de vista procesal- el fenómeno de 
'traslación' de la querela, y su resolución frecuente a través de la resti-
tutio in integrum. Desde el punto de vista formal, pueden sugerirse va-
rios motivos; a) la costumbre de la acumulación en la petición de los 
tres remedios: apelación, nulidad, y restitutio in integrum; b) el carác-
ter extraordinario de la restitutio in integrum, frente al ordinario de la 
querela; y c) la mayor facilidad para mostrar la injusticia de la causa 
perseguida. 
Desde el punto de vista material la cuestión parece enriquecerse 
todavía más, pues se destaca la razón de injusticia que es común a am-
bos remedios, en grado de notoriedad. Tal notoriedad parece referirse, 
en el caso de la nulidad, principalmente a lo que de modo cierto yevi-
dente -claro- se hace patente por las mismas actas (p.e., ex tribus) 18\ 
o bien «ex facie sententiae, nam ea nullitassententiae magis quam qua-
vis alia dicitur evidens ex actis» 185; y así, lo notorio -se afirma..-
relevat ab onere probandi 186. Por lo cual, no puede negarse el carácter 
injusto de tales vicios -una vez más tomando el término injusticia 
en sentido genérico- e incluso se contempla la nulidad como la má-
mes. En los nn. 84 y 95, el Cardo De Luca utiliza expresamente el término appella-
bilitas, en sentido estricto procesal -formal-o 
183. Cfr. ibid., n. 93: «At punctus est in regula, an intret, necne de natura 
iudicii, processus exequutivus, quoties procedatur cum dispositione Iuris Cano-
nici, qua attenta, in omnibus interdictis possessoriis, indefinite, atque pro re-
gula generali, intrat appellatio; Ideoque ista generalitas, ita complectitur 
hoc interdictum retinendae, sicuti illud adipiscendae, et recuperandae». 
184. Cfr. SCACCIA, S.o.e., p. n, q. 19, remo 1, conel. 4, nn. 25, 27. Para este 
autor otras dos especies de nulidad notoria se darían cuando las pruebas de tal 
modo están preparadas y son patentes que no hace falta más indagaciones ·(cfr. 
ibid., n. 30) -p.e., por documento público- y cuando es necesaria cierta inda-
gación (cfr. ibid., n. 31); pero en todo caso cuando es tan elara que no haíugar 
a ninguna duda o discusión (cfr. ibid., n. 72; las diferencias entre estos tipos 
tienen relevancia, p.e., en orden a impedir la ejecución de la sentencia: ibid., 
p. n, q. 19, remo 1, conc!. 5, n. 4). 
185. SCACCIA, S., O.C., p. n, q. 19, remo 1, conel. 4, n. 40. 
186. [bid., p. n, q. 19, remo 1, conc!. 5, n. 40; otra característica común de 
lo notorio es que no caduca (cfr. ibid., p. n, q. 19, remo 1, conel. 7, n. 3). Cfr. 
supra notas nn. 146, 148 (iniustitia clara), 161 (exigencia de irracionalidad), 162 
(injusticia elara y notoria), 165 (nulidad sustancial y notable), 178 (nullum, veZ 
notorie iniustum), 179 (nullitas esset omnino clara; veZ iniustitia adeo notoria, 
et evidens, quod nullo possit veZamine offuscari, unde propterea nullam exigeret 
causa m cognitionem, sed nullitati aequiparetur). 
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xima injusticia 187 -en sentido material- y la inJusticia como nulidad 
-en sentido formal 188_. Cabe por tanto, una verdadera equiparación 
en el tratamiento de ambas 189 -secundum quid o minus proprie- si 
bien nullum simile est idem 190. Pues aquí nos encontramos de nuevo, 
en el juego de la amplitud de las acepciones usadas. La injusticia, en 
sentido amplio, comprende no sólo id quod est contra ius partis -de 
donde resulta la injusticia en sentido estricto-, sino también id quod 
est contra Ius, seu contra ius solemnitatem -de donde resulta la nuli-
dad-o Por su parte la nulidad en sentido estricto es id quod est tan-
tummodo contra ius solenmitatem, y en sentido amplio o impropio, 
abarca también quod est principaliter cotra ius partis y por consi-
guiente también contra solemnitatem iuris: ésta sería la nulidad que 
resulta precisamente de la injusticia patente, y sería nulidad por com-
paración o secundum quid 191. 
En ambos casos se encuentran como elementos comunes la lesión 
grave -elemento objetivo- y la notoriedad -elemento subjetivo en 
cuanto dice relación a la evidencia de la prueba, a la posibilidad de cer-
teza inmediata y excluyente por parte del tribunal-; el primero es 
alumbrado por el mismo ius naturale en su aplicación singularizada; 
el segundo, contra lo que pudiera parecer, protege el quebrantamiento 
de la norma formal: por los requisitos que supone, y tambié~ porque, 
cuando se da tal injusticia, ahorra el laborioso procedimiento que su-
pondría todo un nuevo proceso. Como si la unión de esos dos elementos 
implicara una presunción iuris et de iure de la injusticia del acto pro-
cesal -de su nulidad, al menos secundum quid-o 
4. Conclusiones 
1. A mediados del S. XVII, puede decirse que la Signatura de 
Justicia estaba constituida como el máximo organismo judicial -en 
187. «Nulla est maior iniustitia, quam nullitas» (RIDOLPHINUS, P., a.c., p. I, 
c. XIII, n. 282). 
188. «Notoria seu evidens iniustitia reddit sententiam nullam» (ibid., p. 1, 
c. XIII, nn. 284, 285, 294, 295). 
189. SCACCIA opina que la nulidad y la injusticia notoria fraternizant et aequi-
parentur, de modo que de nullitate, multum applicari possunt notoriae iniusti-
tiae, a.c., p. 11, q. 19, remo 1, eonel. 7, n. 6 in fine. En el mismo sentido, RIDOL-
PHINUS, P. -dispositum in una censeatur etiam dispositum in altera,-, a.c., p. 1, 
C. XIII, nn. 295-297. 
190. RIDOLPHINUS, P., a.c., p. 1, e. XIII, n. 296. 
191. Cfr. RIDOLPHINUS, P., a.c., p. 1, e. XIII, nn. 278-279. 
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la Iglesia, y en los Estados Pontificios- que actuaba en nombre del 
Romano Pontífice para supuestos determinados. 
2. Se debe matizar que, en contra de este principio -que esti-
mamos el constitutivo formal de la Signatura de Justicia-, bastantes 
tribunales quedaban exentos de su jurisdicción. De Luca estima que 
en cuestiones de competencia de fuero todos sin excepción deben estar 
sometidos a este tribunal. 
a) Varios de ellos, porque han interpretado malo abusado de 
privilegios pontificios. 
b) Algunos, de los que cabría duda, por delegación del mismo 
Auditor del Papa. 
En las demás materias, salvo esos pocos que contaban de un espe-
cialísimo privilegio pontificio para sustituir ellos mismos a la Signa-
tura de Justicia -por la llamada 'Signatura in ventre'-, los demás 
debían estarle sometidos, según recto derecho. 
3. La Signatura de Justicia actuaba en supuestos determinados: 
y ahí está, a nuestro modo de ver, la singularidad de su supremacía. 
a) No conocía el mérito de las causas, sino de cuestiones surgi-
das con ocasión del proceso. Luego, reenviaba las causas a los tribu-
nales. 
b) Trataba de todo lo referente al desarrollo del proceso, dando 
órdenes a los diversos tribunales. 
c) Por la diversidad de procesos y variedad de efectos, parece 
que el nombre de appellatio puede referirse en concreto a la apelación, 
o también a la demanda del carácter apelable de la causa. 
En sentido amplio -en cuanto supone poder proseguir algo que 
se estimaba concluido- la appellabilitas es referida también a la res ti-
tutio in integrum y a la querela nullitatis, tomando las tres en sentido 
amplio como appellationes, en función del efecto perseguido. La dis-
tinción no siempre es nítida en la realidad, y menos en la terminología 
empleada. 
d) El Cardo De Luca reprueba la introducción en la praxis judi-
cial de dos extensiones abusivas: 
- Respecto a la nulidad notoria por acti male positi, el uso de un 
procedimiento sumarísimo extrajudicial previsto sólo para determina-
dos efectos en ciertos juicios posesorios. 
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- Respecto a la consideración de la suficiencia de la «injusticia 
ordinaria» para la concesión de la restitutio in integrum, señala que 
sólo debe utilizarse en el caso de que -por causas diversas- no se 
hubiera podido dar la apelación, pero se muestra totalmente contrario 
al uso de este concepto cuando la firmeza de la res iudicata procede de 
tres sentencias conformes. 
e) La querela nullitatis sólo procedía por los tres defectos taxati-
vamente establecidos por el derecho, y era muy poco usual en la época, 
por la facilidad con que se acumulaban los distintos «remedios» pro-
cesales. Habitualmente se resolvía de modo incidental, o se reconducía 
a la restitutio in integrum. 
f) La Signatura de Justicia era el más alto organismo judicial 
que actuaba -natura sua, y de modo exclusivo- en el ámbito del di-
fícil equilibrio entre la protección de la estabilidad de la norma pro-
cesal -como garantía de la justicia material in abstractu- y la pro-
tección de la iustitia in casu. Por su naturaleza, lo hacía salvaguardan-
do el derecho de los fieles a recurrir a la autoridad máxima del Romano 
Pontífice, cuyas veces realizaba en su función propia. En cuanto al 
modo, actuaba siempre prout de iure, señalando frecuentemente a la 
vez la fuerza y los límites de la aequitas en el ordenamiento canónico. 
Por eso, en todo caso -a diferencia de la Signatura de Gracia-, no 
se planteaba concesiones --en el sentido de donación de gracias- sino 
que estudiaba si, de acuerdo con la justicia, debía o no concederse lo 
solicitado -que a su vez exigía también un fundamento de fumus boni 
iuris-. 
4. La supremacía sin conocer el mérito de las causas; la compe-
tencia sobre las cuestiones suscitadas entre tribunales diversos o en 
el ámbito del proceso, y la querela nullitatis y restitutio in integrum, 
parecen constituir un núcleo que delimita una naturaleza y competen-
cias básicas. Nos parece que de ahí habrá que arrancar a la hora de 
estudiar la naturaleza y competencias de la Signatura en los siglos pos-
teriores. Quizá, por debajo de tantas y tan variadas mutaciones, el 
actual Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica se viene a mos-
trar --en lo sustancial- no sólo como heredero, sino como descen-
dente directo de la Signatura de Justicia que conoció el Cardo De Luca 
en los mediados del S. XVII. 

